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CARTA DEL PRESIDENTE Pablo Abascal González
— Presidente

En las ciudades del fu-
turo nuestra profesión 
tendrá que seguir ofre-
ciendo todas estas ga-

rantías a la ciudadanía, además 
de todas aquellas que vayan sur-
giendo en las próximas décadas, 
colaborando con otras profesio-
nes y la administración pública 
para que los entornos que habi-
tamos sean, cada vez, más segu-
ros y sostenibles. 

Los profesionales inmobiliarios 

se enfrentan a una multiplicación 

constante de las leyes y a unos re-

glamentos cada vez más complejos 

que emanan de Europa. Algunos 

ejemplos recientes se encuentran 

en la legislación medioambien-
tal de la gestión de residuos o los 

requisitos de eficiencia energéti-
ca, entre otros. La protección de los 

consumidores es un tema canden-

te para muchos legisladores, y tam-

bién para nuestro colectivo, por lo 

que hemos participado aportando 

iniciativas para mejorar estos ser-

vicios  y conociendo las distintas 

leyes europeas que son o van a ser 

de aplicación en España.

Nuestra profesión requiere un co-

nocimiento de las distintas nor-

mativas que inciden sobre nues-

tra actuación profesional, que son 

muchas y muy diferentes, y hay 

que saber informar sobre ellas y 

aplicarlas, y esto siempre hay que 

saber gestionarlo, básicamente, 

ante situaciones de crisis como la 

COVID-19 o la crisis energética. Por 

ello, estamos trabajando en un Pro-
tocolo de Actuación ante grandes 

crisis que requieren un modo dife-

rente de actuar laboral, social y 

emocionalmente, analizando qué 

se hizo y en qué se puede mejorar 

en un futuro. Para poder dar res-

puesta al día a día, es fundamental 

enseñar y trabajar las habilidades 
emocionales de nuestros colegia-

dos/as, porque tienen que afrontar 

situaciones sociales complejas que 

pueden dificultar la convivencia en 

los edificios, fundamentalmente, en 

situaciones de crisis como las que 

hemos comentado.

  

El futuro de las profesiones está y 

estará muy condicionado por cómo 

apliquemos las nuevas tecnologías 

a nivel profesional, colegial y, fun-

damentalmente, de la relación con 

los ciudadanos. Pero estos cambios 

tan profundos y novedosos han de 

contribuir a que la información y la 

formación sigan siendo de la máxi-

ma calidad, porque consideramos 

que formatos tan innovadores como 

los que estamos analizando, con sus 

reglas y normas propias a nivel co-

municacional, no han de ir en detri-

mento del contenido que se ofre-

ce a los consumidores y usuarios, 

sino al revés, han de ser, tanto en el 

modo de comunicar como en lo que 

se comunica, excelentes.

Para responder a todos los temas 

planteados, el CGCAFE aprobó su 

Plan Estratégico, donde se plan-

tean los objetivos fundamentales 

para los próximos años, estructura-

do en la regulación de la profesión, 

relaciones institucionales, forma-

ción, innovación y nuevos servicios, 

comunicación, deontología, estra-

tegia internacional y acción social. 

Toda organización debe establecer 

sus objetivos y la forma de alcan-

zarlos, y el CGCAFE ha adquirido 

una dimensión y nivel de activi-

dad que determinó la necesidad de 

abordar un Plan Estratégico con el 

fin de lograr mejoras para los Admi-

nistradores de Fincas colegiados, la 

defensa de los derechos de la ciuda-

danía en materia de vivienda, y el 

máximo reconocimiento social para 

la profesión

“El futuro de las profesiones está y estará muy 
condicionado por cómo apliquemos las nuevas 

tecnologías a nivel profesional, colegial y, 
fundamentalmente, de la relación con los 

ciudadanos”

Revista AAFF 206.indd   3 27/05/2024   13:55:57



SUMARIO

Entrevista a 
Ana Moreno, Asesora 
Jurídica del CGCAFE

El CGCAFE ha realizado una 

encuesta entre las administra-

doras de fincas para conocer si 

el género supone algún tipo de 

discriminación en su actividad 

profesional y su acceso a los 

órganos de representación 

colegial, en la que ha participa-

do Ana Moreno, quien, en esta 

entrevista, analiza los datos 

obtenidos en esta encuesta, 
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INVERPOINT y el CGCAFE 
firman Convenio de 
Colaboración 
INVERPOINT y el CGCAFE- han suscrito un convenio de colaboración que 

tiene como objetivo ofrecer a los Colegios de Administradores de Fincas y 

sus colegiados/as, un servicio unificado y profesional que facilite el proceso 

de renovación generacional conservando la esencia y valores tradiciona-

les del colectivo.

En palabras de Jorge Hernández -Inverpoint-, este convenio es muy im-

portante porque se quiere asegurar un relevo generacional en los negocios 

de los administradores de fincas y, además, “los administradores podrán 

acceder a un asesoramiento profesional para la transmisión de su negocio 

pudiendo lograr las mejores condiciones de precio y garantía de cobro po-

sible”.

En virtud del convenio suscrito, INVERPOINT y el CGCAFE cooperarán 

para que los administradores de fincas que se planteen su relevo generacio-

nal, cuenten con el mejor asesoramiento profesional para que puedan dar 

este paso con la mayor tranquilidad posible.

CONSEJO GENERAL

Jorge Hernández y Pablo Abascal
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EXPERIAN: Convenio contra la morosidad
CONSEJO GENERAL

Experian ha firmado un acuerdo con el CGCAFE 

para incorporar a su bureau la visibilidad de 

la mora de comunidades de propietarios y al-

quileres. El nuevo Bureau de Comunidades 
de Propietarios incorporará su información al Bureau 

de morosidad líder de la banca, BADEXCUG, que se con-

vierte en el único fichero de España con visibilidad so-

bre morosidad en las comunidades de propietarios.

La morosidad es un problema que antes de la pandemia 

ya afectaba al 38,43% las comunidades de propietarios y 

que en nuestro país ascendió a 1601,23 millones de euros 

en 2017, según el último Estudio Global sobre la mo-
rosidad en Comunidades de Propietarios publicado 

por el Consejo General de Colegios de Administradores 

de Fincas -CGCAFE-  

El Bureau de Comunidades de Propietarios incluirá las 

operaciones morosas del sector mediante una base de 
datos enriquecida con la morosidad gestionada por los 

Administradores/as de Fincas, que actuarán por cuenta 

o interés de las propias comunidades de propietarios. Al 

hacer visible estas deudas, las entidades financieras 
que consulten el fichero podrán limitar el acceso al 
crédito al deudor.

Los Administradores de Fincas tendrán a su disposición 

una solución que incentiva el recobro a los morosos de 

las comunidades de propietarios, al exponer su deuda 

a todas las entidades bancarias, financieras, y de otros 

sectores que consultan el Bureau de Experian, BADEX-

CUG. De esta forma, las entidades pueden consultar 
una nueva tipología de impago, que hasta el mo-
mento no estaba visible, convirtiéndose en una alerta 

temprana.

Renovación del Convenio con UTE 
El CGCAFE y José Silva Correduría de Seguros, S.L. 

-UTE- han firmado un convenio de colaboración para 

ofrecer diseño, asesoramiento, comercialización y ge-

rencia de riesgos, de programas de seguros y gestión de 

pólizas para la cobertura de riesgos de los administrado-

res/as de fincas, Colegios Profesionales, comunidades de 

propietarios y otros riesgos afines. 

Con este Convenio, UTE prestaría asesoramiento y servicios 

en las materias de su especialización, disponiendo su organi-

zación empresarial de todos los elementos materiales y per-

sonales necesarios para el cumplimiento de dicho objetivo.

UTE gestiona los productos de forma integra, dan servicio 

de suscripción de riesgos, gestión de los contratos y aná-

lisis objetivo, y propone la solución más adecuada a cada 

necesidad aseguradora, ocupándose de todas las gestiones 

durante la vida de una póliza o programa de seguro, un 

plan de trabajo personalizado en cada caso, muy adecuado 

a las necesidades del administrador de fincas, sus Colegios 

Profesionales y las comunidades de propietarios.

Alejandro Marín, José Silva, Pablo Abascal y Jordi Ferrer
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CONSEJO GENERAL

CONECTA: Simplifica tus gestiones de la 
forma más eficiente
Conecta, la innovadora plataforma digital desarrollada 

por el Consejo General de Colegios de Administradores 

de Fincas, se convertirá en el único canal para realizar 

trámites a partir del 1 de marzo de 2024. Esta imple-

mentación busca agilizar los procesos de colegiación 
y mejorar la transparencia en la gestión.

Conecta unifica y protege los 
datos digitales de Colegios y 
Despachos, facilitando la gestión 

y la integración segura con 
distintas herramientas.

Conecta, creada por y para los Administradores de Fin-

cas, tiene como objetivo simplificar la comunicación 
entre Consejo, Colegios y Colegiados. Esta herra-

mienta no solo acelera los trámites censales, sino que 

también permite gestionar comunidades, emplea-
dos y proveedores de manera eficiente. Con su imple-

mentación, se abre un nuevo horizonte en la profesio-
nalización y la transformación digital del sector. 
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CONSEJO GENERAL

…Y otros actos del CGCAFE en titulares:
Reunión con representantes 
de la Comisión de Vivienda y 
Agenda Urbana del Congreso

El CGCAFE se ha reunido con la presidenta de la Co-

misión de Vivienda y Agenda Urbana, Isabel Borrego, 

acompañada de Sol Cruz Guzmán, Juan Mesquida, 

Cristina Aguera y Miguel Ángel Sastre, todos del 

Grupo Parlamentario Popular y miembros de la citada 

Comisión. También se celebró reunión con  Pere Hu-
guet, diputado del Grupo Popular y vicepresidente de 

la Comisión Mixta Congreso-Senado para la Coordina-

ción y Seguimiento de las Estrategia Española para al-

canzar los objetivos de Desarrollo Sostenible. A ambas 

reuniones asistieron por el CGCAFE, Pablo Abascal 

-presidente-, Fabián Huguet -secretario-, Rafael del 
Olmo- Colegio de Sevilla-, y Carlos Domínguez -secre-

tario general del CGCAFE-.

Reunión con el Presidente de 
la Comisión de Vivienda del 
Senado

El CGCAFE también se ha reunido en el Senado con 

Francisco Bernabé, presidente de la Comisión de Vi-

vienda, a la que asisten Fabián Huguet y Carlos Do-

mínguez, secretario y secretario técnico, respectiva-

mente, del CGCAFE.

Reunión con el Secretario de Es-
tado de Justicia

Otra reunión se ha mantenido con el secretario de Es-

tado de Justicia, Manuel Olmedo, a la que asisten, en 

representación del CGCAFE, Fabián Huguet -secreta-
rio-, Carlos Domínguez -secretario técnico-, Salva-
dor Díez -Colegio de Valladolid- y Noelia Mochales 

-Colegio de Madrid-

En todas estas  reuniones se trataron diversos temas, en-

tre ellos, la aprobación de una nueva Ley de Propiedad 
Horizontal, que fue muy bien acogida por los represen-

tantes de los Grupos Parlamentarios y por la secretaria 

de Estado de Justicia del Ministerio de Justicia.

Revista AAFF 206.indd   10 27/05/2024   13:56:05



11

Revista AAFF 206.indd   11 27/05/2024   13:56:06



12

P
R

IM
ER

A
 P

LA
N

A
A

dm
in

is
tr

ad
or

es
 d

e 
Fi

nc
as

PRIMERA PLANA

El  acoso al Adminstrador 
de Fincas: Especial 
referencia al “blocking”
Con alguna  frecuencia escucho, en la 
asesoría jurídica, quejas preocupadas de 
administradores de fincas sobre conductas 
ofensivas por parte de integrantes de las 
comunidades, que concretan en reiteradas 
llamadas telefónicas crispadas, correos 
electrónicos ofensivos o amenazantes, 
mensajes colocados en el ascensor de la 
comunidad descalificando al administrador/a, 
violencia verbal, e incluso visitas presenciales 
al despacho con maneras broncas y 
vejatorias. Todo ello patentiza situaciones de 
acoso reiterado al profesional con la única 
finalidad de irritarle, asustarle y provocar su 
renuncia al cargo. 

ANA BOZALONGO ANTOÑANZAS
Abogada, Asesora Jurídica del Colegio de Administradores de Fincas de 
Tarragona.

Entiendo que esta situación debe tratarse a nivel corporativo por la 

importancia que este tipo de conductas tiene en la vida profesional 

y personal de quien lo sufre. Hay que tener en cuenta que el hosti-

gamiento del que hablamos es insistente y reiterado, es decir, no 

es episódico y sí continuado, hasta el punto de que el administrador/a se ve 

obligado a cambiar sus rutinas e incluso a plantearse dimitir del cargo con tal 

de no tener que enfrentarse a la  presión diaria de ese propietario, lo que puede 

suponer para la víctima entrar en escenarios de ansiedad, estrés o depresión. 
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El propietario que intimida al profesional con amena-

zas, escritos o con visitas reiteradas a su despacho, tam-

bién intentará perjudicarlo presentando, seguramente, 

quejas ante la Comisión Deontológica del Colegio de 

Administradores de Fincas. El patrón de todas esas de-

nuncias suele ser semejante  en la mayoría de los casos: 

la calificación de los hechos que relata como “falta muy 

grave”, apuntando incluso en su escrito la  sanción que 

corresponde aplicar por el Colegio, es decir, “la inhabi-
litación del profesional para el ejercicio profesional”. 

Es por tanto paradójico que este tipo de persecución se 

potencie, en ocasiones, utilizando el acosador  a los co-

legios  profesionales mediante  denuncias y quejas in-

fundadas, sabiendo que la Comisión Deontológica debe, 

forzosamente, abrir el pertinente expediente informa-

tivo para calificar si procede o no incoar un posterior 

expediente sancionador. Esto obliga a trasladar los he-

chos denunciados al administrador/a para que alegue 

lo que considere pertinente a su derecho, ahondando de 

esa forma en la sensación de hostigamiento que refie-

re el profesional cuando acude al Colegio para informar 

sobre lo que realmente sucede.  

Conflictos vecinales

Analizando ese tipo de conductas, que sistemáticamen-

te terminan con su archivo tras la  necesaria tramita-

ción colegial, suelen comenzar con la insatisfacción 

del acosador  ante un problema personal que le afecta 

y que, en la mayoría de los casos, pretende convertirlo 

en comunitario a través de la colaboración activa del 

administrador/a. Podemos pensar en una humedad que 

no es generada por un elemento común sino privativo, y 

donde,  casualmente, quien la  produce no tiene seguro 
en su vivienda;  o por ruidos de terceros, en cualquie-

ra de sus variantes, donde el perjudicado exige  no solo 

una acción inmediata sino efectiva del profesional; o los 

ladridos del perro del vecino que, a juicio del denun-

ciante,  debe desaparecer del edificio;  y así hasta el in-

finito porque los conflictos vecinales cada vez aumen-

tan más en cantidad y en diversidad de causas. 

Hay que decir, no obstante, que esta simplificación no 

siempre es tan generalista  porque, en un mínimo por-

centaje la causa del hostigamiento  puede provenir de 

un desorden social o psicológico del acosador, que le 

lleva a focalizar en el profesional las consecuencias de 

esas disfunciones, lo que en ese caso precisará de otras 

soluciones más emparejadas con la intervención de los 

servicios sociales municipales o de otras medidas que 

escapan a la finalidad de este artículo.  

Continuando pues con el relato, la falta de respuesta 

inmediata del administrador o de las soluciones que el 

acosador pretende imponer, desembocan, primero, en 

su enfado para pasar, seguidamente, al rechazo de la 

gestión del profesional que tachará, inicialmente, de in-

correcta y, posteriormente, de incumplimiento de sus 

funciones. En el tracto siguiente el acosador comenzará 

una vehemente campaña de desprestigio del adminis-

trador encaminada a provocar su cese o revocación en 

el cargo, surgiendo los escritos, llamadas, correos y la 

presencia constante en el despacho exigiendo revisar 

facturas, extractos bancarios, e incluso imponiendo 

las actuaciones que debe seguir el administrador en el 

cumplimiento de sus funciones. 

“El propietario que intimida al admi-
nistrador con amenazas, escritos o 

con visitas reiteradas a su despacho, 
también intentará perjudicarlo pre-

sentando, seguramente, quejas ante la 
Comisión Deontológica del Colegio de 

Administradores de Fincas”
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“La falta de respuesta inmediata 
del administrador/a desembocan, 
primero, en su enfado para pasar, 

seguidamente, al rechazo de la 
gestión del profesional que tachará 
de incorrecta y, posteriormente, de 
incumplimiento de sus funciones”

¿Qué puedo hacer ante quién me 
acosa?

Llegados a este punto, viene la pregunta que el afectado 

hace sistemáticamente en las asesorías colegiales: ¿Qué 
puedo hacer ante ello?

La recomendación inicial es que recopile los correos 

electrónicos, WhatsApp, mensajes en redes sociales, re-

lación de llamadas telefónicas, testigos, escritos, fechas 

de las visitas acosadoras al despacho, eventuales expe-

dientes colegiales archivados y cuantos otros medios de 

prueba considere con los que poder acreditar que está 

padeciendo, de forma continuada, ese hostigamiento, 

lo que incluye eventuales certificados médicos y psi-
cológicos si la situación ha provocado la necesidad de 

buscar este tipo de asistencia. 

En segundo lugar, es aconsejable que el administrador/a 

ponga en conocimiento del presidente/a de la comuni-

dad el acoso que está sufriendo, porque no olvidemos, el 

secretario-administrador forma parte de la Junta de Go-

bierno comunitario, informándole de los pormenores 

que generan ese enconado hostigamiento.  El presiden-

te deberá decidir por “motu propio” y no por indicación 

del administrador/a, cuál debe ser su intervención en el 

asunto, lo que debería encuadrarse -por lógica cartesia-

na- en intentar disuadir al infractor de esas conductas, 

además de expresar su apoyo al profesional. 

En tercer lugar, cuando hay una denuncia por supuesta 

infracción deontológica que oculta, en realidad, un con-

texto palmario de acoso, entiendo que los colegios pue-

den intervenir pidiendo al colegiado/a que les permita 

mediar entre él y el denunciante para  evitar que el con-

flicto se enquiste con consecuencias imprevisibles. En mi 

opinión, la mediación colegial es una muy buena alter-

nativa previa a la vía judicial de la que hablaremos segui-

damente, además de que vigoriza la finalidad de protec-

ción de los derechos del administrador/a, mostrándole el 

Colegio su respaldo más allá del simple asesoramiento 

debido. En ese sentido, el Real Decreto Ley 5/2012 de 
6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles 

posibilita, sin duda, esta mediación colegial al estar en 

juego derechos subjetivos de carácter disponible.

Delito de acoso

En cuarto lugar, y si las anteriores vías han sido inúti-

les, no cabrá otra solución que contratar un abogado 

para que califique la situación que subyace tras el hosti-

gamiento y lo diferencie de otras eventuales conductas 

de coacciones o amenazas procediendo, en ese caso, a la 

denuncia en nombre de su cliente,  teniendo en cuenta 

que estas actuaciones son incluibles en el tipo de delito 
de acoso del art. 172 ter del Código Penal, en su moda-

lidad de “acoso vecinal” que se denomina con el angli-

cismo “blocking”, donde el bien jurídico protegido es la 

libertad de obrar  sin condicionante alguno de terceros. 

Esta figura tiene como base conductual el hostigamien-

to de una persona a otra de forma continuada, gene-

rando en la victima la sensación de temor, miedo e 

“Cuando hay una denuncia por 
supuesta infracción deontológica 

que  oculta, en realidad, un contexto 
palmario de acoso, entiendo que los 
colegios pueden intervenir pidiendo 
al colegiado que les permita mediar 
entre él y el denunciante para  evitar 

que el conflicto se enquiste con 
consecuencias imprevisibles”
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intranquilidad o incluso angustia ante el incesante 

acecho que sufre. La autoría corresponde a un propieta-

rio que está habitualmente disconforme con la gestión 

profesional del administrador/a, centrando su ira en él 

mediante conductas reprochables que pueden llevar a 

la víctima a tener que cambiar sus hábitos personales y 

a afectarle emocionalmente, con grave alteración, ade-

más, de su sosiego y vida cotidiana.

Una vez se han reseñado  las conductas que concentran 

el hostigamiento, han de tener encaje en la configura-
ción del tipo delictivo  que recoge el art. 172 ter del Có-

digo Penal, cuando dice que “será castigado con la pena 

de prisión de tres meses a dos años o multa de seis a 

veinticuatro meses el que acose a una persona llevando 

a cabo de forma insistente y reiterada, y sin estar legíti-

mamente autorizado, alguna de las conductas siguien-

tes y, de este modo, altere gravemente el desarrollo de 

su vida cotidiana”.

La  Jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre esta 

cuestión es enormemente escasa, dado el poco tiempo 

transcurrido desde la incorporación de este delito en el 

Código Penal. No obstante, hay una Sentencia dictada por 

el TS. Sala 2ª, de 8 de mayo de 2017, que abordando este 

tema opta por  exigir un estricto respeto a los requisitos 

que fija el texto legal con el objetivo de guardar fidelidad 

al principio de intervención mínima del derecho penal, 

sin crear una tipología excesivamente abierta. Tanto es así 

que el estudio de la  parte dispositiva de la sentencia adve-

ra que el  Alto Tribunal se muestra cauteloso a la hora de 

marcar los límites de este tipo delictivo, si bien sostiene 

que la conducta intrusiva debe ser reiterada en el tiem-

po e implicar variaciones en los hábitos cotidianos de la 

víctima. 

Si finalmente no cabe otra solución que acudir a la vía 
judicial, la resolución que recaiga, si es favorable, con-

llevará la inmediata orden de alejamiento del acosador, 

una indemnización económica por los daños físicos, 

psicológicos y materiales causados al administrador/a, y 

la constatación pública de la situación que se ha produ-

cido a los efectos de poder informar de ello a la comuni-

dad.

Por tanto, ante situaciones de acoso como las descritas, 

el administrador/a debe saber que puede abordarlas y 
atajarlas de forma eficaz  

“La resolución que recaiga, si es 
favorable, conllevará la inmediata 

orden de alejamiento del acosador, 
una indemnización económica por 

los daños físicos, psicológicos y 
materiales causados al administrador, 

y la constatación pública de la 
situación que se ha producido a 

los efectos de poder informar de ello 
a la comunidad”
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ENTREVISTA

Ana Moreno, 
Asesora Jurídica del CGCAFE

Plan para el Fomento de la 
Igualdad

“No existen soluciones a corto plazo, y lo 
importante es corregir, definitivamente, 
estas situaciones de desigualdad y, para 
ello, las medidas a adoptar son de largo 
recorrido”

Los Colegios Territoriales y su Consejo 
General tienen la responsabilidad de 
garantizar el Principio de Igualdad en 
su ámbito competencial, trabajando 
por la integración de las mujeres hasta 
conseguir la paridad en sus Órganos de 
Gobierno, Comisiones, Subcomisiones y, 
por supuesto, también en el ámbito de su 
personal laboral, para que no se produzca 
ningún tipo de discriminación por razón de 
género.
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La Junta de Gobierno del Consejo General 

acordó realizar una encuesta entre las admi-
nistradoras de fincas para conocer si el gé-

nero supone algún tipo de discriminación en 

su actividad profesional  y su acceso a los órganos de 

representación colegial. En estos 56 años años de exis-

tencia de los Colegios Territoriales y su Consejo Gene-

ral, actualmente el 38,1% del censo total está integrado 

por administradoras de fincas. 

Los datos obtenidos son muy reveladores sobre la si-

tuación actual. Han respondido 201 colegiadas de un 

total de 4755 profesionales. En la parte de la encuesta 

dirigida a nuestras administradoras de fincas, un 66% 
es autónoma y el 34% está integrada en una estruc-
tura empresarial. En este segundo caso, el 91% tiene 

conferidas competencias de administración o control 

empresarial. 

Desarrollo profesional

Las principales dificultades para desarrollarse pro-
fesionalmente son: por maternidad -32%-; por roles 

habitualmente asignados a la mujer -31%-; por discri-

minación activa -18%-; otras no especificadas -11%- Al 

respecto, Ana Moreno, asesora jurídica del CGCAFE y 

una de las personas responsables de la realización de 

esta encuesta, considera que esta situación “es la con-

secuencia del hecho incontrovertido de que la mujer 

se encuentra en situaciones vitales familiares más 
exigentes que el hombre y, por ello, responde a una 

pauta de conducta consolidada actualmente, por la que 

mujeres con cualificación prefieren incorporarse a la 

Administración- donde son mayoría – o llevar a cabo 

ejercicios profesionales más seguros -con horarios 

predeterminados, posibilidades de bajas por eventua-

lidades y flexibilidad-, que actividades en régimen de 

autónomos o como sociedades que no ofrecen esa pro-

tección o seguridad”.

Discriminación activa y pasiva

Para Ana Moreno, y respecto a la discriminación acti-
va y pasiva que sufren las administradoras de fincas, 

“las más frecuentes son las invisibilidades provocadas, 

fundamentalmente, por sus clientes y las vejaciones, 

insultos o descalificaciones. Por el hecho de ser mujer, 

el agresor verbal o gestual se desinhibe y da rienda suelta 

a la agresividad y la mala educación que existe actual-

mente y que, por desgracia, es un mal común de toda la 

sociedad”.

Efectivamente, y según los datos obtenidos por la encues-

ta sobre la discriminación activa, un 57% la ha recibido 

de sus clientes, un 17% de compañeros de profesión, y 

un 10% por parte de autoridades. Esta discriminación ha 

consistido en ataques verbales/insultos -47%-, agre-

sión -2%-, hostigamiento/acoso -75%. Pero también se 

ha producido una discriminación pasiva. Así, un 29% 

se ha sentido invisible o irrelevante profesionalmen-
te,  y a un 14% se les ha asignado roles discriminatorios.

“Las más frecuentes son las 
invisibilidades provocadas, 

fundamentalmente, por sus clientes 
y las vejaciones, insultos o 

descalificaciones. Por el hecho de 
ser mujer, el agresor verbal o gestual 
se desinhibe y da rienda suelta a la 

agresividad”
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Medidas en positivo

En la encuesta se plantearon distintas opciones para ha-

cer revertir la situación actual de las administradoras 

de fincas. De esas opciones, un 15% optó por las ayudas 

económicas; un 36% por establecer horarios reducidos, 

un 37% una mayor implicación en la atención a la fami-

lia y al hogar por el resto de los integrantes de la uni-

dad familiar; otros medios -26%. “Me llama la atención 

que ninguna medida en positivo de las sugeridas para 

corregir las desigualdades o discriminaciones expues-

tas, haya sido objeto de consenso mayoritario -expli-

ca Ana Moreno-, y esto complica la determinación del 

camino que se ha de seguir para ello. No se suscriben 

de manera significativa medidas como reducción de ho-

rarios, apoyo económico, etc. Esto, a mi juicio, significa 

que la mujer es consciente de que esto es una carrera de 
fondo y que la solución es mucho más compleja”.

Soluciones a corto y medio plazo

Cuando le preguntamos sobre cuáles podrían ser las so-

luciones a corto y medio plazo, para Moreno  “no existen 

soluciones a corto plazo; lo importante es corregir de-

finitivamente estas situaciones y, para ello, la medida a 

adoptar es de largo recorrido; se trata de reeducar en el 

respeto al profesional, sea hombre o mujer. Para ello, en 

primer término, debe fomentarse en la mujer la cultura 

de la fuerza y la fe en sí misma. Desde el punto de vista 

del colectivo profesional, el apoyo de los administrado-

res varones es esencial, así como los mensajes que, desde 

Colegios y Consejo General se han de emitir, contunden-

temente, reprobando situaciones de desigualdad”.

Ana Moreno finaliza esta entrevista con una propuesta 

en positivo, y aboga por la creación de una figura que 

recibiera las comunicaciones, quejas y denuncias que 

en este sentido sufrieran las mujeres. “Sería muy impor-

tante, porque cumpliría esta doble función: por un lado, 

la mujer sentiría que se comparte colectivamente su 

situación, lo cual le daría fuerza y suprimiría todo ais-

lamiento; por otro, el Colegio o Consejo podría actuar y 

posicionarse pública o privadamente, según las circuns-

tancias de cada caso. También esta figura cumpliría una 

función de Observatorio, muy útil para testar si hay 

una evolución en positivo y determinar, cualitativa y 

estadísticamente, las situaciones a corregir en cada mo-

mento”, explica Moreno. 

Derecho Universal

La igualdad entre hombres y mujeres es un Dere-

cho Universal reconocido por diferentes normas 

internacionales, entre ellas, la “Convención sobre 

la Eliminación de todas las formas de Discrimi-

nación sobre la Mujer”, que fue aprobada por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas en el año 

1979, siendo ratificada por España en el año 1983, 

aprobando la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo 

para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres. 

Y el Tratado de Ámsterdam, de 1 de mayo de 1999, 

establece como objetivo que los países miembros 

de la UE deben integrar las políticas de igualdad en 

sus respectivos países. 

También el Artículo 14 de la Constitución Españo-

la establece que ““los españoles son iguales ante 

la ley, sin que pueda prevalecer discriminación al-

guna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, 

opinión o cualquier otra condición o circunstancia 

personal o social”. Y en su artículo 9.2, establece 

que los poderes públicos tienen que establecer las 

condiciones para remover “los obstáculos que im-

pidan o dificulten la participación de toda la ciu-

dadanía en la vida política, económica, cultural y 

social”. Sin duda alguna, tenemos un importante 

reto por delante.

“Me llama la atención que ninguna 
medida en positivo de las sugeridas 

para corregir las desigualdades o 
discriminaciones expuestas, haya 

sido objeto de consenso mayoritario, 
y esto complica la determinación del 
camino que se ha de seguir para ello”
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Plan para Fomentar la Igualdad

Graciana Veligia Tejo fue la primera mujer que se 

colegió en el Colegio Territorial de Administradores 

de Fincas de Madrid el 12 de abril de 1969. A conti-

nuación, en el año 1970, lo hizo Teresa Cotelo en el 

Colegio Territorial de Administradores de Fincas de 

Galicia, siendo la primera mujer que presidió un Co-

legio Territorial  durante los años 1994-2004. A partir 

de aquí comienza una lenta pero imparable incorpo-

ración de la mujer a los colegios de administradores 

de fincas. Actualmente, las mujeres representan en 

nuestro colectivo profesional el 38,1% de la profesión, 

pero el objetivo que se ha marcado el CGCAFE y los 

Colegios Territoriales es el de la igualdad real y efec-

tiva, también en sus Órganos de Gobierno, Comisio-

nes, Subcomisiones y, por supuesto, en el ámbito de 

su personal laboral, para que no se produzca ningún 

tipo de discriminación por razón de género.

“También esta figura cumpliría una 
función de Observatorio, muy útil para 
testar si hay una evolución en positivo 

y determinar cualitativa y estadísti-
camente las situaciones a corregir en 

cada momento”
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PROPIEDAD HORIZONTAL

¿Puede un propietario 
realizar obras que 
afecten a elementos 
comunes cuando existen 
previamente otras 
similares o iguales ya 
realizadas? 
                                                     

Como introducción al presente artículo 
deberemos tener en cuenta, en primer 
lugar, que la Propiedad Horizontal tiene 
una naturaleza especial en cuanto 
integrada por dos facultades de dominio 
distintas, al poder ejercitarse unas 
de manera singular y exclusiva sobre 
espacios precisamente privativos y, por 
tanto, susceptibles de aprovechamiento 
independiente, y otras sobre los 
elementos comunes en convivencia con 
los restantes propietarios , lo que hace 
que lleve, en sí, aparejadas amplísimas 
restricciones a la iniciativa de toda obra 
de cualquier naturaleza que modifique 
o altere, físicamente, los elementos no 
privativos, es decir los comunes.   

ANTONIO NAVARRO SELFA 

Abogado en ejercicio. Profesor del Máster de acceso a la Abogacía en 
Derecho Civil en Universidad de Murcia 
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El problema, muy habitual en la práctica  y que 

tratamos en este artículo, se produce cuando 

la obra realizada en elementos comunes o su 

alteración conlleva la prexistencia de obras 

ya existentes en la comunidad de iguales o similares 

características. 

El amparo normativo de lo antedicho lo encontramos, 

en primer lugar, en el Código Civil . Así el artículo 397 

del Código Civil establece que «ninguno de los condue-

ños podrá, sin el consentimiento de los demás, hacer 

alteraciones en la cosa común, aunque de dicha al-

teración pudieran resultar ventajas para todos». Esta 

norma encuentra su correlativa en la Ley de Propiedad 

Horizontal, cuyos artículos 7 y 12 prohíben, a los con-

dueños, la posibilidad de alterar la cosa común en su 

configuración o estados exteriores sin haber obtenido 

la autorización previa y unánime de la Comunidad de 

Propietarios, por entender que afectan al título consti-

tutivo y que, por tanto, deben tales actuaciones some-

terse al régimen establecido para las modificaciones del 

mismo, es decir, la unanimidad. 

Por otra parte, la propia Ley de Propiedad Horizontal 

-LPH-, establece también la obligación de los propie-

tarios de respetar los elementos comunes -artículo 9 

LPH- y la consiguiente imposibilidad de realizar obras 

que comporten su modificación sin obtener el acuer-

do unánime de la Junta de Propietarios exigida para 

la validez de los acuerdos que impliquen aprobación o 

modificación de las reglas contenidas en el título cons-
titutivo de la propiedad o en los estatutos. 

Obras en elementos comunes 
cuando existen otros casos 
similares o iguales  

Ahora bien, aun partiendo de la normativa anterior, la 

jurisprudencia ha evolucionado reinterpretando estas 

normas conforme a la realidad social a que hace re-

ferencia el artículo 3 del Código Civil : “ Las normas se 

interpretarán según el sentido propio de sus palabras, 

en relación con el contexto, los antecedentes históricos 

y legislativos, y la realidad social del tiempo en que han 

de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espí-

ritu y finalidad de aquéllas”. 

En este sentido y progresivamente se han venido aban-

donando posturas jurisprudenciales que los propios 

tribunales suelen denominar como maniqueístas en re-

“El problema, muy habitual en la 
práctica,  se produce cuando la obra 
realizada en elementos comunes o 

su alteración conlleva la prexistencia 
de obras ya existentes en la 

comunidad de iguales o similares 
características”
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lación al concepto de alteración de la configuración de 

los espacios comunes vinculadas a un consentimiento 
expreso de la Comunidad de Propietarios y al principio 

de igualdad, intentado valorar, por ejemplo, situaciones 

previas aparentemente consentidas por la comunidad 

y que no han sido disputadas por esta en forma alguna. 

La Jurisprudencia ha venido entendiendo tal posición, 

siempre que concurran determinadas circunstancias, 

como renuncia a la voluntad de no alteración de dichos 

elementos o quiebra del referido principio de igual-

dad porque se cuestionan los principios de la buena fe, 

equidad e interdicción del abuso del derecho regulados 

en los artículos 3 y 7 del Código Civil, que exige  la bue-
na fe en el ejercicio del derecho y, por tanto, la doctrina 

jurisprudencial, con fundamento en este precepto, de-

clara la prohibición de abuso del derecho y construye 

la Jurisprudencia en torno al mismo. 

Entrando en el ámbito jurisprudencial y la aplicación de 

la doctrina referida, la Sala 1º del Tribunal Supremo 
se ha pronunciado, en muchas ocasiones, en el senti-

do de que la actividad jurisdiccional de los tribunales 

en materia de infracción de la normativa legal sobre 

propiedad horizontal, en el específico ámbito de la al-
teración de elementos comunes del inmueble, y ha 

contemplado la incidencia que tiene la preexistencia de 

otras alteraciones similares a aquélla que se pretende 

eliminar, expresa o tácitamente consentidas, conectan-

do el ejercicio de la correspondiente acción por parte de 

la Comunidad de Propietarios o por alguno de éstos con 

el instituto jurídico del abuso de derecho y con los prin-

cipios de igualdad y equidad. 

Desigualdad injustificada

Así, se viene manteniendo de forma constante por la Sala 

que no pueda aplicarse a un comunero un criterio distin-

to del seguido con otros ni una desigualdad injustificada 

de trato entre los distintos comuneros, por lo que supon-

dría de contravención del principio de igualdad procla-

mado en el artículo 14 de la Constitución Española en re-

lación a los otros propietarios. Un trato discriminatorio 

entre comuneros, carente de la suficiente justificación, 

constituye un verdadero abuso de derecho y una quiebra 

del principio de igualdad que los Tribunales de Justicia 

no pueden amparar -en este sentido, SSTS de 31 de octu-

“Para la estimación o no del abuso de 
derecho y quiebra del principio de 
igualdad, tendremos que estar al 

caso concreto de las obras realizadas 
y de los antecedentes y 

circunstancias que concurren”

bre de 1.990 y 5 de marzo de 1.998-. 

Como complemento a la antedicha doctrina la  STS, Ci-

vil, sección 1ª, de 31 de octubre de 2013, se expresaron en 

los siguientes términos :  » Depende de cada caso y de las 

circunstancias que concurren: no es suficiente con que 

exista una obra autorizada para que se estimen abusivas 

todas las acciones que se ejerciten frente a la nuevas al-

teraciones; sí se considera abuso del derecho cuando, a 

la vista de las circunstancias, se aprecia la inexistencia 

de justa causa o de finalidad que no puede considerarse 

legítima, sin que el que acciona obtenga beneficio algu-

no y perjudique a otro propietario». 

 

Conclusiones  

 En conclusión, podríamos indicar que el Tribunal Su-
premo, para la estimación o no del abuso de derecho y 

quiebra del principio de igualdad, tendremos que estar 

al caso concreto de las obras realizadas y de los antece-

dentes y circunstancias que concurren. 

Como criterio general si podríamos indicar que la doc-

trina anteriormente expuesta suele ser admitida en los 

supuestos de existencia de ejecución previa por otro 
propietario de la misma o idéntica obra, incluso si-

milar o análoga, si ha sido autorizada expresamente 

por la comunidad en Junta de Propietarios, o bien si ha 

sido permitida, al haberla consentido o tolerado táci-
tamente, considerándose, entonces,  que si existe una 

infracción del principio de igualdad del art. 14 de la 

Constitución Española y una clara discriminación por 

desigualdad de trato. 
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Sentencias 

Como ejemplo de lo explicado en este artículo y para 

una mayor claridad, reproducimos contenido de va-

rias Sentencias. 

- 1º TS, Sala Primera, de lo Civil, 26-11-2010 

“Validez de las obras de cerramiento de una terraza, 

acreditándose que han sido consentidos tácitamente 

por la Comunidad otros cerramientos preexistentes 

en otras viviendas.” 

- 2º AP Málaga, Sec. 4.ª, 25-6-2013 

“Las obras ejecutadas no afectan a la configuración ni 

a la seguridad del edifico, y sería un agravio compara-

tivo condenar a su retirada, al existir en la Comunidad 

otras obras de carácter muy similar”. 

Por el contrario, no suele ser admitida por los Tribu-

nales cuando las obras anteriormente ejecutadas son 

diferentes a la actual; no se acredita la existencia de 

obras similares o cuando las anteriores a pesar de no 

existir demanda interpuesta por la Comunidad no 

han sido consentidas por esta y se ha mantenido su 

oposición a las mismas. 

En este sentido: 

- AP Madrid, Sec. 8.ª, 19-6AP -2017 : “No existe dis-

criminación por parte de la Comunidad que deniega 

la instalación de una salida de humos cuando existen 

otras pues se trata de un supuesto diferente en cuanto 

ubicación, características y finalidad del conducto”. 

 

- AP Málaga, Sec. 4.ª, 23-7-2015: “Aunque haya otros 

cerramientos en la comunidad no puede alegarse la 

aplicación del principio de igualdad cuando no tienen 

las mismas características que el instalado por el co-

munero y que altera de forma notable la fachada”. 
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PROPIEDAD HORIZONTAL

Obligacion legal 
de los propietarios 
al pago de gastos 
comunes de la 
finca.
 En principio hay que reconocer 
que la mayor parte de los 
componentes de la Comunidad 
de Propietarios responden 
bien a sus obligaciones, salvo 
algunas excepciones indicando, 
a continuación, de forma 
muy breve, las obligaciones y 
derechos de ambas partes en 
la parte económica, el pago de 
cuotas para mantener, conservar 
y funcionar los servicios e 
instalaciones generales.
A continuación, se hace 
referencia a los morosos en 
relación a los gastos de la 
comunidad. 

DANIEL LOSCERTALES FUERTES
Abogado.

1º. Pago de los gastos comunes 

Quizás sea el precepto más importante, pues se trata de 

abonar los gastos comunes y aceptar lo que al respecto 

establezca la Junta de Propietarios, salvo que el acuerdo 

sea contrario a la Ley y normas estatutarias y se impugne 

judicialmente. Es quizás la obligación más importante 

de cada uno de los propietarios para mantener la propia 

finca y los servicios comunes de la misma. Asimismo, el 

Fondo de Reserva que se determine por la comunidad, 

a tenor del art. 9.1.f), el cual, desgraciadamente, no se 

incluye en los presupuestos de muchas comunidades. 

2º. Obligación de contribuir y exoneraciones

La forma de contribuir es según la cuota de participa-
ción fijada en el Título o a lo que se haya establecido en 

Junta de Propietarios, debiendo tener en cuenta que el 

art. 5.3 de la LPH permite exoneraciones y reglas espe-

ciales para determinados gastos, conforme “lo especial-

mente establecido en el Titulo”.

Si, como es normal, el propietario acepta el importe a 

abonar acordado en Junta, con independencia de que 

se ajuste o no exactamente al Título, son “actos propios” 

y está fuera de lugar no aceptar el pago de la cuota fijada 

en la Asamblea, y así la jurisprudencia del Tribunal Su-
premo en Sentencias de 26 de febrero de 2013, de 7 
de marzo de 2013 y de 6 de febrero de 2014, pero esta 

conformidad no supone la modificación del Título, aun-

que hayan transcurrido varios años, pues el titular pue-

de exigir la aplicación del  mismo en posteriores juntas. 

Y, dese luego, esta conformidad no obliga para nada a 

un nuevo titular que podrá estar en contra del sistema 

establecido siempre que vote en contra en la primera 

Junta que se celebre a partir de su titularidad. Y así la 

Sentencia del mismo TS de 15 septiembre 2021. 

3º. Afección real y crédito preferente en favor de la 
Comunidad

Hay que destacar que, mediante la Ley 8/2013, se am-

plió la afección real del año actual y anterior a tres años 
precedentes, algo que es de destacar por la importan-

cia que tiene para las comunidades de propietarios. Ya 

antes de la actual Ley de Propiedad Horizontal se había 

producido una modificación del art. 1.923 del Código Civil 
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de fuerte calado jurídico, pues tiene una enorme impor-

tancia que el crédito en favor de la comunidad, es decir, 

las deudas de los propietarios, tengan preferencia sobre 

cualquier otro, con excepción del Estado -Impuestos so-

bre el Inmueble de la última anualidad vencida y no pa-

gada- y de los aseguradores -por los dos años del seguro o 

del mismo plazo de los dividendos-, pero adelantándose 

sobre las hipotecas y cualquier otra deudas, aunque estas 

deudas figuren inscritas en el Registro de la Propiedad. La 

importancia de dicha norma jurídica es que supone una 

garantía real para la comunidad, que se impone al resto 

de créditos, sin necesidad de anotación registral.

4º. Anterior propietario como deudor

Es conveniente señalar que el deudor, el responsable 
del pago, será, en principio, el propietario que lo era en 

el momento de producirse la obligación de satisfacer el 

gasto comunitario, pero el nuevo propietario respon-

de del año actual y de los tres anteriores, de ahí la conve-

niencia de no dejar pasar tanto tiempo y el nuevo titular 

exigir el certificado de la comunidad en cuanto a la no 

existencia de deudas. 

5º. Individualización de gastos

El Tribunal Supremo, en Sentencia de 29 de mayo de 
2009, entiende que solo son individualizables los gas-

tos que expresamente figuran en el Título o los Estatu-

tos, o que se acuerden por unanimidad.

6º. Pago gastos nudo propietario, usufructuario y 
figuras afines

Con independencia de los pactos entre uno y otro, siem-

pre es el nudo propietario el que responda ante la Co-

munidad, pues en ningún precepto de la Ley de Propie-

dad Horizontal se hace la menor referencia, en cuanto a 

derechos y obligaciones de personas distintas al titular, 

aunque en el art. 15 se permite el voto al usufructua-
rio, siempre que el propietario no diga otra cosa, sin 

afectar a la obligación de pago. 

7º. Separación o divorcio

Cuando el matrimonio fracasa y se produce la separa-
ción, el divorcio o la nulidad, en el propio convenio o 

se atribuye la vivienda y también, en muchas ocasiones, 

la forma de pagar los gastos internos de la casa o los ge-

nerales del inmueble. Pues bien, nada de esto modifica 

la responsabilidad legal del que sea propietario, de tal 

manera que seguirá teniendo la obligación de abonar 

los recibos de la comunidad el cónyuge que sea titular, 

uno de ellos o ambos, con independencia de quién ten-

ga atribuido el uso. Así se pronuncia el Tribunal Su-
premo, en Sentencias de 25 de mayo de 2005 y de 25 
de septiembre de 2014, así como la más actual de 13 
septiembre 2021. 

8º. Solidaridad

Cuando el piso o local deudor es de varios titulares, 

nunca estará de más demandar a todos los propieta-

rios, incluso cuando se trata de bienes gananciales, 

simplemente por un sentido de cautela procesal y que 

recomiendo como garantía en el cobro y, en su caso, 

anotación registral, pero desde luego partiendo de la 

base de que la obligación es solidaria, como resulta 

evidente en todos los casos en los que exista cotitula-

ridad. 
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9º. Escritura de compraventa y el certificado de 
deudas.

Antes de la LPH actual se trataba más bien de una res-

ponsabilidad interna entre el comprador y el vendedor 

en orden al saneamiento, pero que en realidad no afecta-

ba a la comunidad. Ahora la exigencia está en presentar 

una certificación de las deudas o de estar al corriente 

de pago, pues en otro caso no se autorizará el otorga-

miento de la escritura, salvo que el adquirente le exo-
nere de dicha obligación, algo que resulta muy normal 

y así se hace constar en la escritura de compra-venta.

10. Constitución del fondo de reserva (art. 9.1 f)

La última modificación tuvo lugar con la Ley 10/22, 

que debe servir para cualquier problema económico 

que tenga la comunidad, aunque considero que, salvo 

urgencias, debe ser aprobado el gasto por la Junta. Di-

cha Disposición ha añadido que se puede utilizar el 

mismo para “la realización de obras de accesibilidad 

y eficiencia energética”, recogidas en el art. 10.1 y 16 2.

Este fondo debe ser permanente con el 10% del presu-
puesto y que hay que incluir en el mismo, pero es con-

veniente añadir que, según mi criterio, si se utiliza du-

rante la anualidad correspondiente y salvo cuestiones 

de urgencia, el fondo no tiene que reponerse hasta la 

próxima Junta y conforme el nuevo Presupuesto anual.

	  

11. Juicio Monitorio. Reclamación a morosos. Artí-
culo 21 -modificado por Ley 10/2022 y 12/2023-

Es el camino final cuando hay un deudor y se debe tener 

en cuenta lo siguiente: 

Apartado 1.  Cabe que la Comunidad tenga acordado 

un interés superior al legal, algo que por mi parte con-

sidero fuero de lugar, aparte de que, llegado el caso de 

relación, el Juzgado lo puede considerar excesivo.

Apartado 2. Es un proceso especial, recomendado que 

se dirija contra el propietario/os y también, en su caso, 

contra quien figure en el Registro de la Propiedad, siem-

pre que sea distinto, pues así se previene en este precep-

to. Está reconocida que la acción judicial la puede llevar 

a cabo el Administrador que sea considerado como 

“Es conveniente señalar que el deudor, 
el responsable del pago, será, en 

principio, el propietario que lo era en el 
momento de producirse la obligación 

de satisfacer el gasto comunitario, 
pero el nuevo propietario responde del 

año actual y de los tres anteriores”

“profesional -ver Ley 12/2023-, aunque hay que añadir 

que si al final no hay pago y hay que acudir al juicio ver-

bal u ordinario dicho profesional no podrá representar 

a la Comunidad, por lo que es más aconsejable que lo 

haga desde un principio el presidente/a, a través de pro-

curador y con el abogado que luego tenga que actuar si 

esta reclamación judicial especial no tiene éxito.

Apartado 3. Marca los requisitos del proceso antes del 

proceso monitorio, certificación de la deuda y notifica-
ción previa al propietario.

Apartado 4. Cabe solicitar el embargo preventivo de 

bienes si hay oposición del deudor.

Apartado 5. Establece el derecho de que, si se han uti-

lizado los servicios de abogado y procurador, se puedan 

exigir al deudor las minutas correspondientes, algo que 

merece un reconocimiento de la labor de ambos profe-

sionales y que favorece a la Comunidad.   

Apartado 6. Posibilidad de mediación, que siempre es 

aconsejable para rebajar los gastos y el tiempo del pro-

ceso monitorio, alargado por el juicio verbal u ordinario, 

según la cuantía, siempre que el demando no abone el 

importe reclamado.

Apartado 7. Prohibición uso elementos comunes a 
morosos.

En absoluto, este “castigo” no tiene lugar, salvo que haya 

que pagar específicamente por el uso, por ejemplo, uti-

lizar pista de tenis, uso piscina, etc., pero solo puedo 

ocurrir cuando se paguen por separado de los gastos 
generales
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PROPIEDAD HORIZONTAL

Análisis de la 
Sentencia 1643/2024 
de 30 de enero del 
Tribunal Supremo 
relativa a viviendas 
de uso turístico
Hace justo un par de años por 
estas fechas, en marzo de 2022, 
escribía para esta misma Revista 
un artículo relativo a la evolución 
de las viviendas de uso turístico 
-VUT-, desde el año 2019 en el 
que hacía referencia a la enorme 
discrepancia doctrinal existente 
en torno a la interpretación y, 
sobre todo, aplicación del art. 
17.12 de la LPH, y que tantos 
quebraderos de cabeza ha 
traído.

PATRICIA BRIONES
Secretaria Técnica CAFMadrid
Asesoría Jurídica CAFMadrid

Mientras el Alto Tribunal se pronuncia y pone fin a esta 

discrepancia resolviendo si para poder prohibir las vi-
viendas de uso turístico es necesario que el acuerdo se 

adopte por unanimidad o es suficiente con 3/5 del to-

tal de los propietarios y de las cuotas de participación, 

está dictando otras sentencias que, de forma directa o 

indirecta, tienen por objeto las viviendas de uso turís-

tico.

A finales del año pasado dictó dos interesantes 

sentencias -STS1643/2023 de 27 de noviem-

bre y STS 1671/2023 de 29 de noviembre-, 

que se centraban en resolver si la actividad 
turística de una vivienda puede o no considerarse ac-
tividad empresarial o comercial, concluyendo que la 

explotación de las viviendas con fines turísticos tiene 

la consideración de actividad económica. Estas sen-

tencias han sido citadas en la sentencia que ahora pasa-

mos a analizar.

En este caso, centraremos el artículo en el análisis de 

la reciente sentencia del Tribunal Supremo de 30 
de enero de 2024 -STS 105/2024 de 30 de enero, Rec. 

9853/2021-, cuyo objeto era resolver si la actividad de 

hospedería era equiparable a la de uso turístico y, en 

consecuencia, podría entenderse prohibida en virtud 

de lo establecido en estatutos de una Comunidad de 

Propietarios y condenar al cese de la actividad.

En este caso en concreto, se trata de una Comunidad de 

Propietarios en la que en sus estatutos figura de forma 

expresa lo siguiente: “Está vedado cambiar el uso de la 

vivienda por otro distinto de su habitual y permanente, 

transformándola en local comercial o industrial, ni des-

tinarla, ni aun en parte, a colegios, academias, hospe-
derías, depósitos, agencias, talleres ni a fines vedados 

por la moral por la Ley”.

La sociedad propietaria de la vivienda, que estaba des-

tinada a uso turístico, argumentó, en su defensa, que 

no existía una prohibición expresa en los estatutos 

para su uso como vivienda turística, y que la actividad 

“En el ámbito de la propiedad 
horizontal, se considera posible y 
aceptable establecer limitaciones 

o prohibiciones a la propiedad, que 
atienden a la protección del interés 

general de la comunidad”
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de hospedería no era equiparable a dicha explotación y 

que, por ello, el desarrollo de tal actividad no constituía 

una vulneración de los estatutos comunitarios.

Argumentos a favor y en contra

El Juzgado de Primera Instancia dictó sentencia a favor 

de la Comunidad de Propietarios señalando, a modo de 

resumen, lo siguiente:

«(…)es claro que los Estatutos no contienen expresa-
mente la prohibición de destinar la vivienda con uso 

turístico», pero en atención a «cuál era la finalidad, 

intención y espíritu de la redacción de los Estatutos al 

enumerar las actividades que quedaban prohibidas», 

resulta que la «prohibición de utilizar la vivienda como 

hospedería ... permite concluir que incluye la prohibi-
ción de usarla como vivienda de uso turístico», partien-

do, para ello, de la definición de hospedería que se con-

tiene en el diccionario de la RAE, especialmente en su 

segunda acepción, como «casa destinada al alojamien-

to de visitantes y viandantes, establecida por personas 

particulares, institutos y empresas(…)».

La sociedad demandada recurrió la sentencia confir-

mando el fallo la Audiencia Provincial tomando como 

base, entre otros, los siguientes argumentos:

1. La sentencia no infringe las reglas interpretativas de 

los estatutos porque, claramente y partiendo de la de-

finición que estima conforme a la RAE cuando define 

hospedería -en su punto 2-, sostiene que la actividad 

que el demandado realiza en su vivienda es alojar vi-
sitantes de forma transitoria, personas que vienen a 

ocupar la vivienda de forma provisional y sin vocación 

de permanencia [...].

2. Teniendo en cuenta la redacción de los estatutos 

de la comunidad y la expresa prohibición de desti-

nar la vivienda a hospedería y la actividad desarrolla-

da en la vivienda es clara y manifiesta, la resolución 

es clara toda vez que obligar a cesar en dicha activi-

dad.

3. Dado que la ocupación de la vivienda no es de per-
manencia, sino de forma provisional, de duración muy 

corta con la que la permanencia en la residencia ya es 

modificada, la propia actividad turística que se ejerce en 

la vivienda tiene un encaje en la prohibición de activi-

dad de hospedería.
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Recurso de Casación

Contra esta sentencia, la parte demandada interpuso 

Recurso de Casación ante el Tribunal Supremo funda-

mentándolo en los siguientes motivos:

- Por un lado, jurisprudencia contradictoria en las 

audiencias con respecto a la problemática de las deno-

minadas «viviendas de uso turístico», citando al respec-

to distintas resoluciones dictadas por tribunales provin-

ciales.

- Por otro lado, la interpretación literal de la norma es-

tatutaria, conforme a la cual, como quiera que no está 

prohibida expresamente la explotación de las vivien-

das particulares para uso turístico, dicha actividad em-

presarial es legítima, independientemente de lo que 

disponga el art. 9.1 de los estatutos. En definitiva, lo no 
excluido está permitido.

- Finalmente, denuncia la infracción de la jurispruden-

cia del Tribunal Supremo sobre la aplicación de los artí-

culos 33 de la Constitución Española los arts. 5 y 7.2 de la 

Ley de Propiedad Horizontal.

El Alto Tribunal confirmó el fallo tanto de la primera 

como de la segunda instancia, desestimando el recurso 

de casación realizando las siguientes consideraciones:

- Son sinónimos de hospedería, como acción o efecto 

de hospedar a alguien, el «alojamiento, acogida, hospe-

daje, albergue, hospicio», según la misma fuente de la 

RAE.

- En definitiva, ejerce la demandada una actividad 
abierta al público, anunciada en plataformas publi-

citarias, cuya esencia radica en satisfacer las nece-
sidades de alojamiento transitorio inherentes a la 
actividad de turismo, que no constituye, desde luego, 

ese uso permanente y habitual al que se refiere la norma 

estatutaria, y que guarda identidad de razón con la 
prohibición establecida de destinar los pisos a hos-
pedería, por lo que concluir que está vedada la posibili-

dad de utilizarlos con destino turístico no conforma una 

interpretación arbitraria, ni prohibir dicho uso consti-

tuye un abuso de derecho.

Prohibición expresa

A este respecto, el Tribunal Supremo ha mantenido, 

a lo largo de los años, la postura de que las limitaciones 

de facultades dominicales no pueden presumirse ni ser 

interpretadas de manera extensiva, por lo que deberán 

interpretarse restrictivamente al tener, siempre, un ca-

rácter excepcional por cuanto se opone al régimen nor-

mal de libre uso de la propiedad privada, siendo impres-

cindibles para que resulten eficaces, exista una cláusula 

o regla precisa que así lo establezca.

Muestra de esta doctrina es la Sentencia de 31 de mayo 
de 1996 que señala lo siguiente:

“(…) lo excepcional es la prohibición o límite al ejercicio 

de los derechos y no la posibilidad de cambio de destino 

de los locales lo que implica que la limitación ha de in-

terpretarse restrictivamente y la permisividad de modo 

amplio, conforme a constante doctrina legal de esta Sala 

(…).

En el mismo sentido, la sentencia de 21 de abril de 1997 

del Alto Tribunal en relación al desarrollo de activida-
des que no se encuentran dentro de las prohibidas en 

los Estatutos afirma que:

 “(…)Si bien las reglas de gobierno de una comunidad de 

propietarios regida por la Ley de Propiedad Horizontal 

obligan a los interesados, en este caso, según aparece 

acreditado en la sentencia de instancia, la actividad de-

“A tenor de la resolución dictada por 
el Tribunal Supremo, las comunidades 
de propietarios que dispongan en sus 

estatutos la prohibición de realizar 
actividades de hospedería, podrán 

oponerse a que ninguna finca del edifi-
cio pueda destinarse a uso turístico, al 

equipararse ésta a aquélla”
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sarrollada por la recurrida no se encuentra dentro del 

ámbito del artículo 11 de los Estatutos que se refiere ex-

clusivamente a consultorios, clínicas, casa de huéspe-

des, colegios o academias, y no a una “oficina” que es 

lo que ha instalado la arrendataria como tampoco se ha 

demostrado la existencia del uso peligroso o molesto 

en la que además de considerar que las prohibiciones 

sancionadoras en el párrafo tercero del artículo 7 de la 

mencionada Ley se interpretarán con carácter restricti-

vo sienta la improcedencia de la resolución del contrato 

de arrendamiento al no encontrarse la instalación de 

una oficina entre las limitaciones estatutarias(…)”

Protección del interés general de la Comunidad de Propietarios

De especial importancia es la sentencia de 24 
de octubre de 2011 que señala que “el derecho 

a la propiedad privada constituye un derecho 

constitucionalmente reconocido -artículo 33 

CE-, concebido ampliamente en nuestro orde-

namiento jurídico, sin más limitaciones que las 

establecidas legal o convencionalmente que, en 

todo caso, deben ser interpretadas de un modo 

restrictivo. No obstante, en el ámbito de la pro-
piedad horizontal, se considera posible y acep-

table establecer limitaciones o prohibiciones 

a la propiedad, que atienden a la protección del 

interés general de la comunidad. Dentro de es-

tas limitaciones se encuentra la prohibición de 

realizar determinadas actividades o el cambio 

de uso del inmueble, pero para su efectividad 

deben constar de manera expresa y, para poder 

tener eficacia frente a terceros, deben aparecer 

inscritas en el Registro de la Propiedad, rei-

terando como doctrina jurisprudencial que las 
limitaciones o prohibiciones referidas a la altera-

ción del uso de un inmueble en el ámbito de la propiedad privada exige, para que sean eficaces, que consten 
de manera expresa. Por lo demás, a fin de tener eficacia frente a terceros deben estar inscritas en el Registro 

de la Propiedad”.

Esta sentencia supone un giro a la postura mantenida, hasta el momento, en relación con la interpretación 

restrictiva que debía realizarse de las cláusulas limitativas de los derechos de los propietarios, concediendo 

carta de naturaleza al hecho de acudir al recurso de la analogía como medio o justificación para poder prohi-
bir una determinada actividad en base a otra prohibida estatutariamente, como es el caso.

En consecuencia y, a tenor de la resolución dictada por el Tribunal Supremo, las comunidades de propietarios 

que dispongan en sus estatutos la prohibición de realizar actividades de hospedería, podrán oponerse a 

que ninguna finca del edificio pueda destinarse a uso turístico, al equipararse ésta a aquélla.

“Esta sentencia supone un giro a la 
postura mantenida, hasta el momen-
to, en relación con la interpretación 

restrictiva que debía realizarse de las 
cláusulas limitativas de los derechos 

de los propietarios, concediendo car-
ta de naturaleza al hecho de acudir al 
recurso de la analogía como medio o 
justificación para poder prohibir una 

determinada actividad en base a otra 
prohibida estatutariamente, como es 

el caso”
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Arbitraje en Propiedad Horizontal: Sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, 

Sala de lo Civil y Penal, Sección Primera, de 9 de 
septiembre de 2022 -I parte-

La sentencia se centra en la inexistencia del convenio arbitral por falta de convocatoria 
a la parte que se encontraba en conflicto con la comunidad, olvidando que dicha parte 
no asistió a la junta. Es en relación a la prestación de consentimiento al arbitraje del 
propietario ausente en donde se debía haber centrado la cuestión. Y distinguir si el 
conflicto, al tiempo de convenir el arbitraje, se encontraba ya surgido, o estaba todavía 
por surgir. Porque mientras en el primer caso parece clara la vinculación de todos los 
propietarios presentes, incluso futuros, en el segundo puede ser más debatible en tanto 
que ya no se trataría de conformar una voluntad comunitaria a través de los mecanismos 
propios de la propiedad horizontal, sino en que dos partes concretas han de convenir en 
someter su conflicto, ya surgido, a arbitraje, siendo que una de ellas está ausente. 

JOSÉ ARTURO PÉREZ MIRALLES
Vocal Comisión Legislación CGCAAFF.  Abogado. Doctor en Derecho
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Pero lo que resuelve la sentencia es si el acuer-
do de la comunidad es válido ante una su-

puesta falta de convocatoria de los propie-

tarios, confundiendo el convenio arbitral con 

la validez del acuerdo por falta de convocatoria, y ol-

vidando que en el régimen de la propiedad horizontal 

mientras los acuerdos contrarios a ley no se impugnen 

en forma y plazo, son válidos por su carácter meramente 

anulables.

La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia centra el 

fondo del conflicto sometido a arbitraje, al Fundamen-

to de Derecho Tercero, en la única causa de oposición de 

cierto peso, según la sentencia comentada, articulada 

por el propietario frente a la Comunidad demandante 

en reclamación de gastos comunitarios adeudados, 

y consistente en que ésta no notificó al demandado la 

celebración de la Junta de Propietarios de 5 de junio de 

2.021, a la que no asistió, y  en donde, según relata la sen-

tencia estudiada, se acordó, no se conoce si como único 

punto del orden del día, o junto a otros, el sometimiento 

a arbitraje en términos amplios que abarcan desde el 

punto de vista objetivo las reclamaciones por morosi-
dad, entendiendo el impugnante del laudo vulnerado el 

artículo 41.1.a de la Ley 60/03, de Arbitraje que contem-

pla, como causa de anulación, la inexistencia o nulidad 

del convenio, razón de que interese la nulidad del laudo 

por inexistencia del Convenio Arbitral.

Lo que habría que plantearse es si su ausencia, aun en la 

hipótesis de que hubiera sido debidamente convocado, 

también pudiera determinar la inexistencia de su con-

sentimiento al convenio arbitral, entendiendo el propie-

tario demandado que debió existir en todo caso su con-
sentimiento explícito al acuerdo por el que se sometía 

el conflicto al arbitraje. Lo que, además, debe ponerse 

en relación con los mecanismos de consentimientos 
presuntos en el régimen de la Propiedad Horizontal 

como el establecido en el actual artículo 17, apartado 8, 

de la Ley de Propiedad Horizontal, en la formación de 

los denominados en Propiedad Horizontal acuerdos 
diferidos o de formación sucesiva cuando éstos requie-

ren mayorías cualificadas o la unanimidad. 

Cuestión ésta, la de la vinculación del convenio arbitral 

acordado en junta al ausente, en la que si entra y se pro-

nuncia la posterior sentencia de la misma Sala de 22 de 

diciembre de 2022, reconociendo la falta de uniformi-
dad en los tribunales pero concluyendo, acogiendo con 

ello los argumentos de la Sección 13ª de la Audiencia 
Provincial de Madrid núm. 272/2012 de 8 noviem-
bre, en que el sistema de formación de voluntades ex-

presamente previsto en la Ley de Propiedad Horizontal 

debe conducir a aceptar prestado el consentimiento al 

convenio arbitral objeto de un acuerdo de comunidad a 

través del acuerdo presunto o diferido del artículo 17.8 

de la Ley de Propiedad Horizontal.

Acuerdo diferido y voto presunto

Este sistema de acuerdo diferido debe recordarse que 

parte del voto presunto, a favor del acuerdo adoptado 

por los presentes, del propietario que, debidamente 

convocado a la Junta de Propietarios, no hubiera asisti-

do, ni personalmente, ni por representación, a la junta. 

De forma que, a contar como “dies a quo”  de la fecha 

en que le notifican dicho acuerdo, si no manifiesta en 

el plazo de 30 días naturales su discrepancia a quien 

ejerce las funciones de secretario de la comunidad, su 

voto se computa como voto favorable, de manera que 

hasta transcurridos esos 30 días, y a salvo que compu-

tando el voto de los asistentes el día de la Junta ya se 

hubieran alcanzado las mayorías requeridas,  real-

mente sólo existe un “embrión de acuerdo” que queda 

“diferido” en el tiempo hasta  su conformación definiti-

va al dar fe el secretario, o secretario-administrador, de 

“Lo que resuelve la sentencia es si el 
acuerdo de la comunidad es válido 

ante una supuesta falta de convocato-
ria de los propietarios, confundiendo 
el convenio arbitral con la validez del 

acuerdo por falta de convocatoria”
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haber alcanzado el régimen de mayoría requerido en 

el caso particular. 

Pero, para contestar correctamente a dicha cuestión, en-

tiendo que no nos podemos encontrar satisfechos sim-

plemente con el voto presunto, como hace la sentencia 

de la STSJ de Las Palmas de Gran Canaria, posterior a la 

comentada, de 22 de diciembre de 2022, sino que debe-

mos distinguir, bien si la Comunidad, al convenir en 

acudir al arbitraje, lo hace de forma cautelar buscando 

con ello una solución rápida y eficaz al eventual litigio, 

y en relación a todos los comuneros, actuales o futuros, 

no habiendo todavía surgido en particular conflicto al-

guno. O, por el contrario, y ante el conflicto ya surgido, 

se decide que tal controversia sea resuelta por un árbi-

tro. Y es importante la diferencia desde la perspectiva 

de la existencia del consentimiento al convenio arbitral 

de los propietarios en conflicto con la Comunidad, sien-

do a mi entender más claro en el primer caso, y algo más 

discutible en el segundo.

Convenio arbitral y conflictos

Si estuviéramos ante un conflicto todavía no surgido, 

el régimen del acuerdo para aprobar el sometimiento a 

arbitraje, en términos amplios, de los conflictos de la co-

munidad con sus comuneros, no pudiéndose encuadrar 

en ninguno de los supuestos específicos del artículo 

17 de la Ley de Propiedad Horizontal, habría de ser en 

segunda convocatoria, y según su apartado 7, el de la 

mayoría simple de propietarios que, a su vez, represen-

taran la mayoría de las cuotas de participación, como 

expresión soberana de la voluntad colectiva. Acuerdo 

que vincularía a todos los propietarios, asistentes o no, 

al menos a los que lo eran a fecha de su celebración, y 

que tuvieron conocimiento de dicho acuerdo, bien por-

que asistieron a la Junta, bien porque posteriormente se 

les remitió el acta y no la impugnaron en tiempo y for-

ma, y así consta en la sentencia comentada que el acuer-

do o convenio arbitral no fue objeto de impugnación. 

En consecuencia, es claro que, en la hipótesis de que la 

Urbanización acordara someter a arbitraje sus conflictos 

con cualesquiera de los propietarios que la conforman, 

sin haber surgido en ese momento conflicto alguno, en-

tre otros los conflictos por morosidad, y posteriormen-

te determinados propietarios hubieran incurrido en 

morosidad, y se les hubiera demandado, parece claro 

que estarían vinculados por el acuerdo comunitario, ya 

que en el régimen de la Propiedad Horizontal los acuer-

dos reflejan el interés y la voluntad colectiva de todos 

los comuneros, que se construye a través del régimen 

que para la adopción de aquéllos contiene la Ley espe-

cial que lo regula. 

Pero, y por los escasos meses de diferencia transcurridos 

entre el acuerdo de fecha 5 de junio de 2021, y el laudo 

de 25 de octubre del mismo año, que es el caso que con-

templa la sentencia, lo más probable es que, cuando se 

adoptó el meritado acuerdo de Junta de Propietarios de 

junio de 2021 conteniendo el convenio arbitral, los pro-

pietarios en conflicto con la Comunidad D. Cesar y Dª 

Mariola, ya adeudaban gastos a aquélla. De manera que 

el convenio arbitral, al margen de comprender de for-

ma amplia como parece indicar la sentencia otros posi-

bles conflictos, no era un conflicto, al menos en relación 

a estos propietarios, por surgir, sino que ya existía. Se 

estaba atendiendo a un concreto litigio acaecido entre la 

Comunidad y tales comuneros por razón del impago de 

los correspondientes recibos o liquidaciones ya girados 

e impagados. 

¿Existió el consentimiento 
necesario?

Y es aquí donde encontramos, a diferencia del supuesto 

anterior, que en el momento de formación del convenio 

 “Este sistema de acuerdo diferido 
debe recordarse que parte del voto 

presunto, a favor del acuerdo adopta-
do por los presentes, del propietario 

que, debidamente convocado a la jun-
ta de propietarios, no hubiera asistido”
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a través del acuerdo de la Junta ya existían dos partes 

claramente diferencias en relación a un concreto con-

flicto ya surgido. De una parte, la Comunidad y, de otra 

parte, unos determinados copropietarios. Y la cuestión es 

determinar si existió el consentimiento necesario para 

el arbitraje de la parte ya enfrentada a la Comunidad, 

los comuneros ya deudores, D. Cesar y D.ªMariola, que, 

al margen de haber sido, o no, debidamente citados a la 

Junta, recordemos no se encontraban presentes en ella, 

y, por ende, en el momento de formación del Convenio.

Propietario ausente

Cuestión que puede ser más que discutible. No lo han 

admitido en el tiempo sentencias como la de la Audien-

cia Provincial de Gipúzcoa de 28 de junio de 2004 que 

anuló el laudo arbitral con fundamento en que “exclu-

sivamente una de las partes en conflicto –la comunidad 

de propietarios- acuerda expresamente el sometimiento 

de la cuestión citada en el FJ segundo a la vía arbitral”, 

ni, con similares argumentos, las de la Audiencia Pro-

vincial de Madrid de 3 de marzo de 2007 y 21 de enero 

de 2010, ni la de la de Valencia de 28 de enero de 2009, y 

por faltar el consentimiento de conformidad con lo dis-

puesto en el artículo 1.261 y siguientes del Código Civil, 

y en tanto en cuanto estamos ante un contrato que ado-

lecería del consentimiento como uno de los elementos 

esenciales para su validez.

Frente a ello, un sector de la doctrina  apoya la vincula-

ción del acuerdo respecto al propietario ausente que 

no discrepa del acuerdo que exigiera mayorías cualifica-

das o la unanimidad una vez informado del mismo, utili-

zando el mecanismo y plazo específico previsto para las 

Comunidades de Propietarios del artículo 17.8 de la Ley 

de Propiedad Horizontal, o voto presunto, y a la vista, 

y por aplicación analógica del  artículo 9.3 y 5 de la Ley 

de Arbitraje cuando admiten la existencia del consenti-

miento a través de un intercambio de comunicaciones 

que reflejen esa voluntad. O que, al margen del régimen 

o cuórum exigible para su aprobación, que, en el caso de 

querer someter la morosidad a arbitraje, supuesto con-

templado en la sentencia, sería por una mayoría simple 

de propietarios en segunda convocatoria del artículo 17.7 

LPH, no lo impugnara en tiempo y forma. 

Arbitraje que no ha sido 
impugnado

Puede observarse, en la sentencia objeto de comentario, 

como se parte de que el sometimiento a arbitraje fue 

aprobado por Junta General de la Comunidad en térmi-

nos claros que no han sido impugnados, refiriéndose 

la impugnación a los términos o amplitud del convenio 

arbitral. Y se desprende también de aquélla que el objeto 

del arbitraje, y su laudo, versó sobre el abono a la comu-

nidad de las cuotas impagadas por los propietarios de-
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mandados. Así como que el laudo se impugnó por falta 

de imparcialidad e independencia del órgano arbitral; 
y que la causa de oposición a la demanda, sobre lo que 

entra a conocer la Sala, se basa en que no se convocó a 

los propietarios a la Junta donde se acordó el convenio 

arbitral. Y finaliza la sentencia sentando que no hay in-

fracción de normas de derecho necesario y que no se ha 

causado indefensión al propietario por lo que no hay 

infracción del artículo 41.1.a de la Ley de Arbitraje.

Y es aquí, donde, a juicio de quien realiza estos comen-

tarios, yerra tanto el demandante, como la propia 
Sala, al entrar a analizar si la convocatoria se realizó 

debidamente, y, por ende, si el acuerdo de la Junta de 

Propietarios fue válido, o no. Por cuanto la Sala puede 

entrar a conocer sobre la validez y existencia del con-

venio, en los términos que hemos indicado más arriba, 

pero no debería entrar a resolver sobre la validez de 
la convocatoria y del acuerdo de la Junta, sencilla-

mente porque no es objeto del arbitraje, ni puede serlo 

mientras no exista una impugnación del acuerdo en 

tiempo y forma. Lo contrario, es confundir acuerdo de 

Junta de Propietarios con convenio arbitral, y la im-

pugnación de un acuerdo de comunidad en el régimen 

de la Propiedad Horizontal con la impugnación de un 

convenio arbitral. Y es que, no siendo objeto del arbitra-

je la impugnación en tiempo y forma del acuerdo de la 

Junta, estos acuerdos contenidos en la Junta de Propie-

tarios de 5 de junio de 2021 son válidos mientras no se 

declare formalmente su nulidad por contravenir la Ley 

de Propiedad Horizontal, los Estatutos, o bien por ser 

abusivos, entre otros supuestos de impugnación previs-

tos en el artículo 18.1 de la LPH, y por su carácter anula-
ble. Huelga, por tanto, que la Sala entrara a considerar 

su validez o nulidad. Le hubiera bastado con la compro-

bación de no haber sido impugnados, como sí consta 

hizo, por ejemplo, el Auto de la Audiencia Provincial de 

Madrid al que sigue la propia Sección 1ª del TSJ de Las 

Palmas de Gran Canaria de 22 de diciembre de 2022, y 

acaba reconociendo

Soluciones a dudas que surgen en una 
comunidad de propietarios 

Es esta una obra de contenido eminente-
mente práctico y herramienta de autoa-
yuda para propietarios e inquilinos de 
una comunidad, así como para presiden-
tes de la misma y administradores/as de 
fincas y letrados/as que lleven temas de 
comunidades. Tiene como objetivo fa-
cilitar el conocimiento de las respuestas 
que pueden darse a las preguntas que 
surgen a cualquier persona hoy en día 
en torno a la vida en una comunidad de 
propietarios.

Se han elaborado 472 preguntas y res-
puestas ante las múltiples dudas que 
surgen a todos los ciudadanos que viven 
en una comunidad de propietarios y a 
administradores/as de fincas y letrados/
as que requiere de una respuesta clara, 
directa y ágil que permita una inmediata 
comprensión de cuál puede ser la solu-
ción a un problema que pueda tener un 
ciudadano en su comunidad.
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ARRENDAMIENTOS URBANOS

¡Cuidado con el fenómeno 
de los “inquiocupas”!
Cuando concluye el plazo de un arrendamiento 
o se producen impagos por parte del inquilino, 
y éste no abandona la vivienda o local, 
se da una situación que se conoce como 
“inquiocupación”.  En estos casos, a pesar de 
que el ocupante continúa en la vivienda contra 
la voluntad de la propiedad, dicha actuación 
no es constitutiva de un delito de usurpación 
de bienes inmuebles pues se accedió al mismo 
mediante un título arrendaticio. De ahí que 
haya surgido el término “inquiocupas”.

ALEJANDRO FUENTES-LOJO RIUS 
Abogado

Actualmente, este fenómeno es mucho más común que la ocupación, 

dado que supone un 70% del total de casos denunciados en Espa-

ña en el año 2022. Dado el retraso en la tramitación judicial de los  

juicios de desahucio en nuestro país, especialmente tras la últi-

ma reforma de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, los 

propietarios que sufren este problema tienen unos gastos de media de más de 

12.000 €, ya que deben hacer frente a dejar de cobrar las rentas comprometidas 

en el contrato de arrendamiento, a contratar a un abogado y procurador para 

que emprendan un procedimiento judicial de desahucio, a seguir abonando los 

suministros de la vivienda alquilada mientras resida ahí el inquilino si los con-

tratos están a nombre del propietario, y al abono de los posibles desperfectos 

que sufra la vivienda durante la ocupación de un inquilino que no tiene interés 

en conservarla.

Conviene ser cauto y antes de dar en arrienda el inmueble, estudiar bien el per-
fil del candidato a arrendar, solicitando y examinando la documentación que 

acredite su solvencia económica -nómina, extractos bancarios, contrato de tra-

bajo...-, comprobando siempre los datos con información fehaciente -informe 

de vida laboral para confirmar que está empleado donde dice, declaración de la 

renta para confirmar ingresos, etc.-, pues existen auténticos especialistas del 

engaño.

Revista AAFF 206.indd   44 27/05/2024   13:56:35



45

Revista AAFF 206.indd   45 27/05/2024   13:56:37



46

¿Qué se puede hacer?

Y lo más importante. ¿Qué acción debo ejercitar con-
tra el inquiocupa para conseguir el recobro de la 
posesión de la vivienda?

A pesar de que ya no exista título arrendaticio, al estar 

ocupando la vivienda de forma extemporánea una vez 

ya venció dicho título jurídico, el juicio de desahucio 
por precario no es el cauce procesal idóneo en estos ca-

sos, pues no son propiamente precaristas  los deman-

dados cuando la posesión del inmueble trae causa de 

un contrato de arrendamiento, sino arrendatarios a los 

que les ha vencido el título, debiendo en su caso instar 

la propiedad la correspondiente demanda de desahu-
cio por expiración de plazo del art. 250.1.1.º de la LEC 

-SAP Valencia, Sec. 6.ª, 60/2023, de 13 de febrero; SAP 

Barcelona, Sec. 4ª, nº719/2019, de 5 de julio; SAP Mála-

ga, Sec. 4ª, nº385/2013, de 5 de julio; SAP Murcia, Sec. 

4ª, nº57/2019, de 17 de enero; y SAP Barcelona, Sec. 4ª, 

nº770/2017, de 20 de noviembre-: “... En el presente caso, 

existe un título de arrendamiento y, por tanto, no se tra-

ta de un caso de precario, sino de una posesión en con-

cepto de arrendatario que cabe calificar como posesión 
justa, ya que deriva de un título válido y eficaz como es 

el contrato de arrendamiento.

En este caso, además, el procedimiento establecido en el 

artículo 250.1.2 de desahucio por precario deja de ser 

el adecuado porque no tiene la finalidad de desahuciar 

a un arrendatario con título y con derecho a poseer, sino 

el precario. Aunque el juicio por precario y por extinción 

de arrendamiento sigan el mismo procedimiento (el jui-

cio verbal), la acción que se ejercita en cada uno de ellos 

es diferente y la defensa que debe proponer la parte de-

mandada también lo es: en caso de precario se debe jus-

tificar la existencia de título y en el segundo caso, la falta 

de pago de rentas o la expiración del plazo del arrenda-

miento. Tales razonamientos son plenamente aplica-

bles en el presente supuesto, pues no es controvertido ni 

la existencia de un contrato de arrendamiento ni la su-

brogación posterior de la parte recurrida, sin que la mera 

resolución unilateral contractual del arrendamiento 

efectuada por la entidad recurrente pueda desvirtuar el 

cauce adecuado para el ejercicio de la pretensión, pues o 

“Dado el retraso en la tramitación 
judicial de los juicios de desahucio en 
nuestro país, especialmente tras la úl-
tima reforma de la Ley 12/2023, de 24 
de mayo, por el derecho a la vivienda, 
los propietarios que sufren este pro-

blema tienen unos gastos de media de 
más de 12.000 €”
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resultaría incardinado en el desahucio por falta de pago 

o bien en el desahucio por expiración de plazo, pues no 

es pacífica dicha resolución unilateral contractual. De lo 

contrario quedaría exclusivamente al arbitrio de la par-

te arrendadora la vigencia contractual y la corrección 

de la resolución contractual posterior, asegurándose el 

éxito de la acción por precario al haberse resuelto ya pre-

viamente el  contrato  de arrendamiento anterior o bien 

desfigurando el procedimiento de precario al introducir-

se objetos ajenos al mismo, según razonaba la meritada 

sentencia. Por ello, procede la íntegra desestimación del 

recurso.” -SAP Barcelona, Sec. 4ª, nº719/2019, de 5 de ju-

lio-

““... SEGUNDO.- Planteado el debate objeto de con-

troversia en los términos anteriormente expresados, 

indicar que el juicio de desahucio, del que la situa-

ción de precario es una de las que lo autorizan, cuyo 

objeto único es reintegrar al dueño o poseedor real 

de la cosa en su posesión y disfrute, sólo procede 

cuando no existen entre las partes otros vínculos 

que los derivados del arrendamiento o la ocupación 

en precario, es decir, en este segundo caso sin pago 

de renta o merced arrendaticia alguna, teniendo de-

clarado la doctrina jurisprudencial que merece el ca-

lificativo de  precario, para todos los efectos civiles, 

aquella situación de hecho que implica la utilización 

gratuita de un bien ajeno, cuya posesión jurídica no 

le corresponde, aunque se halle en la tenencia del 

mismo y, por tanto, se encuentra a falta de título que 

justifique el goce de la posesión - T.S. 1ª S. de 30 de 

octubre de 1986-, siendo las consecuencias en uno 

(arrendamiento) y otro caso -precario- diferentes 

sustancialmente, por cuanto que en el primero de 

los supuestos, de existir entre las partes una relación 

arrendaticia, el cauce procesal a seguir puede venir 

dado por diversos conductos, ex artículo 249.1.6 ó 

250.1.1, ambos de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de En-

juiciamiento Civil, con diferentes posibilidades de 

defensa por parte del demandado desahuciado, en 

tanto que en el caso del precario la nota característi-

ca es que esa posesión lo es sin título o con título que 

haya perdido su validez, (…)”-SAP Málaga, Sec. 4ª, 

nº385/2013, de 5 de julio-

Prestación indemnizatoria

Si además de la pretensión de recobro posesorio, preten-

demos exigir una  contraprestación indemnizatoria por 

la ocupación extemporánea del objeto arrendado equiva-

lente a la renta dejada de cobrar durante el período com-

prendido entre la extinción del contrato y la devolución al 

arrendador del objeto arrendado, resulta incongruente in-

vocar no recibir rentas cuando se proclama de forma prin-

cipal y directa no existir contrato de arrendamiento, por-

que conceptualmente se repelen entre si ambas acciones y 

pretensiones -SAP Valencia, Sec. 11ª, nº288/2023, de 26 de 

junio; SAP Madrid, Sec. 14ª, nº169/2019, de 24 de mayo; y 

SAP Málaga, Sec. 5ª, nº510/2014, de 11 de noviembre-, y el 

art. 437.4.3ª de la Ley de Enjuiciamiento Civil -LEC- solo 

admite la procedencia de la acumulación de la acción de 

reclamación de rentas al juicio de desahucio arrendati-
cio. Reproducimos el siguiente párrafo de interés de la SAP 

Málaga, Sec. 5ª, nº510/2014, de 11 de noviembre:

“... En el presente caso resulta evidente que el hecho de 

que la actora interese una acción de desahucio por pre-

cario  (falta de título en la ocupación) no mantiene una 

relación ni directa, ni indirecta, ni conexa, con la posible 

existencia de un contrato de arrendamiento, como título 

de ocupación mediante el pago de una renta. Son accio-

nes independientes, completamente ajenas, incompa-
tibles y contrarias entre sí, de suerte que la elección de 

una impide y hace ineficaz el ejercicio de la otra, por lo 

que evidentemente no pueden ser acumuladas la acción 

de desahucio por precario y la de desahucio por impago 
de las rentas y reclamación de las rentas adeudas. ...”

“Conviene ser cauto y antes de dar en 
arriendo el inmueble, estudiar bien el 
perfil del candidato a arrendar, solici-

tando y examinando la documentación 
que acredite su solvencia económica, 
comprobando siempre los datos con 
información fehaciente, pues existen 
auténticos especialistas del engaño”
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Venta con alquiler, 
renta vitalicia y la 
hipoteca inversa
El creciente interés de las 
personas que, a partir de 
una determinada edad no 
lejana a su jubilación, sienten 
la necesidad de contar con la 
suficiente liquidez dineraria para 
afrontar el futuro con seguridad 
y desahogo a la hora de 
atender los eventuales gastos 
asistenciales que puedan 
surgir, ha dado lugar a que se 
rescaten del olvido mecanismos 
y figuras legales y contractuales 
alternativos a la venta de la 
vivienda de que se dispone, 
que ofrecen la posibilidad de 
obtener una liquidez mensual 
acorde con el valor de la vivienda 
y las circunstancias personales 
de edad y salud, que complete 
los ingresos de jubilación y, 
lo más importante, permitan 
mantenerse en el uso de la 
vivienda sin tener que marchar 
de ella.

JOSEP MARIA ESPINET ASENSIO
Abogado

En Espinet Advocats hemos considerado oportuno ha-

cer una sintética referencia a tres de las figuras jurídicas 

más comunes y probablemente de las más efectivas de 

cara a atender esta necesidad, con lo que trataremos de 

exponer de una manera comprensible las premisas en 

que se asientan estas figuras. Nos referiremos a la venta 
con alquiler, la renta vitalicia, también llamada con-

trato de violario en el ordenamiento jurídico catalán y, 

por último, la hipoteca inversa.

Para ello es importante partir de la base del contrato 
de compraventa, y recordar al respecto que, conforme 

dispone el artículo 621-1 de la de la Ley 3/2017, de 15 de 

febrero, del libro sexto del Código Civil de Cataluña (CC-

Cat), consiste en la entrega de un bien y la transmisión 

de su titularidad por la persona vendedora a cambio de 

que la compradora pague por ello un precio cierto.

La venta con alquiler

Ciñéndonos ahora a la vivienda habitual, la venta con 

alquiler se erigiría como un mecanismo contractual 

compuesto por  una compraventa, por un lado, y un 
arrendamiento, por otro. Esta figura permite a la per-

sona propietaria y vendedora combinar la obtención de 

liquidez dineraria y continuar residiendo en la vivienda 

de la que era propietaria antes de su venta. ¿Cómo puede 

el anterior propietario seguir residiendo en la vivienda 

tras haberla vendido? Pues simplemente formalizando 

“El solicitante del préstamo dinerario 
y los beneficiarios que éste pueda 
designar han de ser personas de 

edad igual o superior a los 65 años o 
afectadas de dependencia o personas 

a las que se les haya reconocido 
un grado de discapacidad igual o 

superior al 33%”

Revista AAFF 206.indd   48 27/05/2024   13:56:40



49

Revista AAFF 206.indd   49 27/05/2024   13:56:40



50

con la persona compradora, de modo simultáneo a la fir-
ma de la escritura de venta, un contrato de arrenda-
miento respecto de la misma vivienda, de manera que 

el nuevo propietario/comprador pasaría a ser el arrenda-
dor y el anterior propietario el arrendatario o inquilino. 

Es importante que quede fijada una duración extensa al 

arrendamiento, que perfectamente puede establecerse de 

por vida del inquilino y/o de las personas que se designen 

para subrogarse en el contrato para el caso de fallecimien-

to, y una renta o alquiler, cuyo importe sea acorde con 

el valor de la vivienda y en función también de la edad y 

esperanza de vida de la persona arrendataria y de la que 

acaso llegue a subrogarse al fallecimiento de aquella.

No estamos, pues, ante una figura análoga a la venta 
de la nuda propiedad con reserva de usufructo, aun-

que ciertamente mantenga muchos puntos de semejan-

za, sino ante una combinación entrelazada de contra-

tos -compraventa y arrendamiento- cuyos respectivos 

objetos recaen sobre el mismo inmueble, la vivienda, 

con la particularidad de que el vendedor, lejos de te-

ner que desocuparla tras su venta, la sigue disfrutando 

prácticamente igual a como lo venía haciendo antes de 

transmitirla, no como usufructuario o titular de cual-

quier otro derecho real que comporte uso o disfrute, 

sino como inquilino o arrendatario, con la obligación, 

por tanto, de abonar a cambio una renta o alquiler de un 

importe acorde con el valor del inmueble y en atención 

a las circunstancias personales del inquilino relacio-

nadas con la duración del arrendamiento.

El vendedor, ahora inquilino, con una parte del precio 

que obtiene con la venta de la vivienda, está en condi-

ciones de atender el pago de los alquileres que se de-

venguen mientras dure el arrendamiento y, a su vez, 

se dota de una liquidez dineraria con la que antes no 

contaba.

El contrato de renta vitalicia

De acuerdo con el artículo 624-1 del CCCat, el contrato 
de  violario,  también llamado en la práctica más coti-

diana  contrato de renta vitalicia, se establece con el 

compromiso por una persona de realizar una prestación 

dineraria periódica a favor de una o varias personas be-

neficiarias y durante la vida de éstas. Cuando el compro-

miso de realizar esta prestación se asume a cambio de 

otra prestación en forma de entrega de capital, se dice 

que tiene carácter oneroso. En estos casos la figura que 

tratamos adquiere tintes parecidos a los de la compra-

venta, motivo por el cual, en lo que concierne a las con-

diciones y características físicas y jurídicas del bien que 

se entrega a cambio de la percepción de la prestación 

dineraria periódica, le serán de aplicación las normas 

sobre conformidad que se requieren al vendedor como si 

de una compraventa se tratare -artículo 624-2.3 CCCat-.

La renta vitalicia, cuando se ha constituido con carácter 

oneroso, que es lo más frecuente, no es más que un de-
recho de crédito que permite a su titular exigir el pago 

de una pensión dineraria periódica a cambio de haber 
entregado a otra persona, que puede coincidir o no 
con el obligado a pagar la pensión, un capital en 
forma de bienes muebles o inmuebles. Cuando este 

capital que se entrega a cambio de percibir una renta di-

neraria vitalicia no es otra cosa que la nuda propiedad 
de la vivienda habitual, porque la persona que entrega 

se reserva para sí el usufructo de la misma para seguir 

“El prestatario mantiene la propiedad 
y uso de la vivienda que hipoteca, con 

la particularidad de que no será él 
quien deba devolver o reintegrar su im-
porte a la entidad de crédito, sino que 

deberán hacerlo las personas 
que le hereden tras su fallecimiento”
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residiendo en ella, podemos decir entonces que las par-

tes han concertado un contrato de violario o de renta 
vitalicia sobre vivienda propia.

Sin duda el legislador catalán ha articulado la renta vi-

talicia o violario como un negocio jurídico de carácter 
contractual muy similar al de la compraventa. Sin 

embargo, y como elemento esencial caracterizador del 

violario y diferenciador de la compraventa, poner de re-

lieve que el valor de la prestación dineraria periódica, es 

decir, el importe de la pensión, así como la duración del 

compromiso de su abono, quedan sujetos y subordina-

dos a una circunstancia como es la vida de la persona.

Para una mejor comprensión de la figura, podríamos 

concluir que el violario funciona de un modo similar a 

la compraventa, si bien con la particularidad de que el 

precio a abonar por la vivienda, no queda determinado 

de forma fija e invariable en el momento de celebrar el 

contrato, sino que tanto el importe en forma de pensión 

como la duración de la periodicidad y exigibilidad de 

su pago, viene determinado en función de la expecta-
tiva de vida de la persona o personas perceptoras de 

la pensión o beneficiarios, así como por el hecho mismo 

del fallecimiento, quedando teñida esta modalidad con-

tractual del manto de la aleatoriedad.

Reservarse el usufructo

Cuando el violario se hubiera establecido con carácter 

oneroso a cambio de la entrega de la propiedad de la 

vivienda habitual, aconsejamos que el transmitente se 

reserve el usufructo o derecho de uso sobre la misma 

durante el tiempo que se llegue a acordarse, que puede 

alcanzar por toda la vida propia y/o la de las personas 

que se hubieran designado como beneficiarias. De este 

modo, de manera muy similar a la venta con alquiler, el 

transmitente de la vivienda se garantiza la percepción 

de una pensión dineraria periódica de un importe 

calculado con metodología actuarial (acorde con el va-

lor del inmueble y en función de la expectativa de vida 

de la persona beneficiaria de la pensión) y, a su vez, se 

mantiene en el uso de la vivienda de forma muy simi-

lar a como lo venía haciendo antes de transmitir su pro-

piedad, conciliando liquidez dineraria y el manteni-
miento en el uso de la vivienda habitual.

La hipoteca inversa

La hipoteca inversa la encontramos recogida en la Dispo-

sición Adicional primera de la  Ley 41/2007, de 7 de di-

ciembre como un derecho de hipoteca ordinaria, y como 

tal, opera como un derecho real de garantía que recae 

sobre un bien inmueble, en virtud del cual una entidad 

financiera se garantiza la devolución de un préstamo 

dinerario que concede a otra persona, por lo general el 

propietario de la vivienda que se grava con la hipoteca. 

Hasta aquí nada extraño con respecto a las habituales y 

numerosas hipotecas ordinarias que se dan en el mercado 

hipotecario como mecanismo de financiación y crédito 

territorial.

Sin embargo, la referida Disposición añade que para que 

la hipoteca en cuestión tenga el carácter y los efectos de 

lo que denomina “hipoteca inversa”, deben cumplirse 

los siguientes requisitos:

1.- Que el solicitante del préstamo dinerario y los be-

neficiarios que éste pueda designar sean personas de 
edad igual o superior a los 65 años o afectadas de 

dependencia o personas a las que se les haya reconoci-

do un grado de discapacidad igual o superior al 33 por 

ciento.

2.- Que el deudor disponga del importe del préstamo o 

crédito mediante disposiciones periódicas o únicas,

3.- Que la  deuda sólo sea exigible por el acreedor  y 

la  garantía ejecutable cuando fallezca el prestata-
rio o, si así se estipula en el contrato, cuando fallezca el 

último de los beneficiarios,

4.- Que la vivienda hipotecada haya sido tasada y ase-
gurada contra daños de acuerdo con los términos y los 

requisitos que se establecen en los artículos 7 y 8 de la 

Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado 

Hipotecario

5.- Sólo podrán ser  concedidas por las entidades de 
crédito, los  establecimientos financieros de crédi-
to y por las entidades aseguradoras autorizadas para 

operar en España, sin perjuicio de los límites, requisitos 

o condiciones que a las entidades aseguradoras imponga 
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su normativa sectorial.

Este mecanismo, como los anteriormente menciona-

dos, comporta la liquidación del valor de la vivienda y, 

en definitiva, permite satisfacer la necesidad del per-

ceptor del préstamo bancario de obtener un recurso vi-

talicio estable hasta la fecha de su muerte, de modo muy 

similar a la renta vitalicia.

Al fallecer el beneficiario se abre su sucesión  mortis 
causa  que, como es imprescindible conocer, y así lo 

establecen tanto el  Código Civil en sus artículos 659 y 

661 como la Ley 10/2008, de 10 de julio, del libro cuarto 

del Código Civil de Cataluña, relativo a las sucesiones, 

en su el artículo 411-1, conlleva que la persona heredera, 

si acepta la herencia de su causante, adquiera tanto los 

bienes y derechos de la herencia, como las obligaciones 

y deudas del causante que no se extingan con su muerte.

Herederos de una hipoteca 
inversa

Dicho lo anterior, y refiriéndolo a la vivienda habitual, 

el prestatario, esto es, la persona que recibe el   importe 

del préstamo en forma de disposiciones periódicas o úni-

cas, mantiene la propiedad y uso de la vivienda que hi-
poteca, con la particularidad de que no será él quien deba 

devolver o reintegrar su importe a la entidad de crédito, 

sino que deberán hacerlo las personas que le hereden tras 

su fallecimiento. Es decir, al momento del fallecimiento 

del beneficiario de las disposiciones financieras, sus here-
deros, no sólo serán los sucesores en la propiedad o nue-

vos propietarios de la vivienda hipotecada, sino que, a su 

vez, serán deudores del importe del préstamo concedido 

y que hubiera “consumido” en vida el causante, más los 

intereses que hasta entonces se hubieran generado.

Si la persona o personas herederas carecieren de liqui-
dez dineraria suficiente para hacer frente a la devolu-

ción de los importes percibidos en vida por su causante 

en concepto de préstamo, más los intereses devengados 

hasta entonces, les quedaría como solución la realiza-

ción de la vivienda hipotecada mediante su venta en el 
mercado de vivienda y con el precio que se obtenga, 

liquidar las disposiciones dinerarias que el causante 

disfruto en vida, más sus intereses. De este modo, la en-

tidad de crédito recupera el total importe del capital dis-

puesto por el otrora prestatario, más el beneficio de esta 

operación en forma de intereses convenidos; el presta-

tario beneficiado con el préstamo, ha disfrutado en vida 

de unas disposiciones dinerarias que consumirá y que 

hasta que no fallezca no se habrán de devolver.

Pudiera parecer que los perjudicados en esta opera-

ción no son otros que los herederos del causante, que es 

probable que reciban atónitos la herencia de su causan-

te con la sorpresa de unas deudas pendientes de su cau-

sante garantizadas con un derecho de hipoteca sobre la 

vivienda en que residía. No es así necesariamente, pues 

muy probablemente, en función de las plusvalías que 

experimente el inmobiliario a lo largo del tiempo, vean 

que el valor de lo que reciben en herencia, pese a estar 

gravado con hipoteca, supere con creces el total de dis-

posiciones, más sus intereses, percibidas en vida por su 

causante, con lo que la herencia también para ellos les 

reporta un saldo positivo en forma de beneficios.

La principal y sustancial diferencia de la hipoteca inver-

sa con respecto a la venta con alquiler y/o la renta vitali-

cia o contrato de violario sobre la vivienda de la persona 

beneficiaria, reside en que con la hipoteca inversa el 
beneficiario no se desprende de la propiedad de la 
vivienda, que la sigue manteniendo en vida, mientras 

que con la renta vitalicia y/o la venta con alquiler, el be-

neficiario se desprende de la propiedad del inmueble 

mediante su transformación en liquidez dineraria

“ La persona heredera, si acepta la 
herencia de su causante, adquiere 
tanto los bienes y derechos de la 
herencia, como las obligaciones y 

deudas del causante que no se 
extingan con su muerte”
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Una norma al servicio de la 
sociedad

 
Se cumple en 2024 medio siglo de la 
aprobación de la ley que articula y 
pone en valor la labor de los colegios 
profesionales. Desde Unión Profesional, 
la entidad que agrupa a las profesiones 
colegiadas de nuestro país, queremos 
aprovechar la ocasión para reflexionar 
en torno al pasado, el presente y el futuro 
de la organización de los profesionales al 
servicio del bien común.

VICTORIA ORTEGA
Presidenta de Unión Profesional -UP-
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El 13 de febrero de 1974 veía la luz en España 

la primera y única ley de colegios profesiona-

les de alcance estatal. Su objetivo, establecer 

un marco normativo estable para la organi-

zación y la defensa de los colegios y su funcionamiento 

óptimo de cara al interés general de la ciudadanía. 

Han pasado muchas cosas desde entonces y la ley ha 

sido objeto de modificaciones que la han adecuado al 

conjunto de las normativas nacionales y europeas y a 

nuevos sentires.

No cabe olvidar el hito histórico que supuso la con-

sideración de los colegios profesionales por la Consti-

tución Española de 1978 como corporaciones de dere-

cho público cuyo valor social quedó subrayado por su 

inclusión en la sección de la Carta Magna correspon-

diente a los derechos y los deberes de los ciudada-

nos. Tampoco la creación dos años después, en 1980, 

de Unión Profesional, asociación que presido y que 

reúne a fecha de hoy a treinta y cuatro Consejos Ge-

nerales y Colegios Profesionales de ámbito nacional, 

que agrupan a su vez a mil colegios territoriales con 

una base de un millón y medio de profesionales co-
legiados.

La Ley de Colegios Profesionales ha sido por tanto un 

instrumento fundamental de estímulo para el ejercicio 

de las profesiones y su progreso hacia la excelencia. Los 

legisladores aseguraron la garantía del interés general y 

la máxima calidad en la prestación de los servicios pro-

fesionales. La pertenencia a un colegio profesional ha 

supuesto desde entonces una garantía de vigilancia y 

control de las buenas prácticas profesionales que con-

tribuye al bienestar de la sociedad. Los colegios, ade-

más, han sido depositarios de los saberes diversos de las 

profesiones, lo que ha fructificado con el tiempo en una 

cultura colegial y profesional integradora e interdisci-

plinar.

“La Ley de Colegios Profesionales 
ha sido un instrumento fundamental 
de estímulo para el ejercicio de las 
profesiones y su progreso hacia la 

excelencia. Los legisladores asegura-
ron la garantía del interés general y la 

máxima calidad en la prestación de los 
servicios profesionales”
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En la sociedad globalizada del siglo XXI, el reto ha pasa-

do a ser la búsqueda de un equilibrio entre los muchos 

factores que determinan la autonomía e independencia 

de los colegios profesionales, a fin de que puedan seguir 

procurando a la ciudadanía los servicios pertinentes 

y el ejercicio pleno de sus derechos. Para ello se ha de 

incidir en su compromiso con la deontología y la for-
mación continuada, señas de identidad del profesio-

nal, así como su vocación de cuidado hacia las necesi-

dades tangibles de la población: El desarrollo de la labor 

profesional ha de corresponderse con unos honorarios 
dignos, siempre teniendo en cuenta los principios de la 

independencia de criterio y actuación.

En una época de incertidumbre como la nuestra, los 

Consejos Generales y Colegios Profesionales han de 

brindar la certeza de la calidad en sus servicios y las 

motivaciones que los guían, con un pie puesto con fir-

meza en el presente y otro en el horizonte de futuro. 

En este sentido, Unión Profesional se constituye en un 

aglutinador de perspectivas y conocimientos profesio-

nales, así como en una herramienta de interlocución 
con los poderes públicos y otros agentes sociales que 

aspira a redundar en un reconocimiento pleno de las 

profesiones como agentes de cambio y progreso.

Unión Profesional se sitúa también en el epicentro de 

las transformaciones que han emprendido las profe-

siones en sus códigos deontológicos para estar a la al-

tura de las renovadas inquietudes relacionadas con la 

igualdad de género, el cambio climático o la imple-

mentación creciente de las inteligencias artificiales. La 

cultura profesional ha de ambicionar una perspectiva 

holística, integral, sobre cuanto nos rodea, que tenga 

por supuesto en cuenta las vertientes técnicas y econó-

micas de sus actividades pero también las ligadas a los 

ámbitos de la salud y lo social, lo jurídico y la docencia, 

es decir, las humanísticas.

Información y verificación de datos

Por otro lado, cada vez adquieren más importancia el 

contraste de la información, la verificación de los 
datos y la defensa de los derechos y la ética en las ac-

tuaciones ligadas a las nuevas tecnologías. El esmero 

en el cumplimiento de estos aspectos abundará en un 

desarrollo de las profesiones más equitativo, justo y sos-

tenible para todos y para todas. Tampoco podemos ol-

vidar que el acto profesional tiene mucho que ver con 

el conocimiento experto desarrollado por generaciones 

sucesivas de profesionales; la experiencia acumulada 

permite afrontar con más exactitud y profundidad los 

requerimientos de la sociedad, así como tender puentes 

intergeneracionales y entre profesiones diversas.

Estas características ya se han demostrado esenciales para 

el ejercicio de las profesiones y su impacto en la ciudadanía 

en todo tipo de conflictos. Hablamos de la colaboración 
internacional, la cooperación al desarrollo y el auxilio 
en situaciones de emergencia. La pandemia del COVID 

puso de manifiesto que la técnica, los cuidados, la mirada 

pluridisciplinar sobre una crisis, son cualidades con un po-

tencial sumativo que no podemos ni debemos desaprove-

char.

Si algo nos ha enseñado lo experimentado desde la 

irrupción de la pandemia en marzo de 2020 es que la 

letra de la Ley de Colegios Profesionales que se aprobó 

en 1974 ha sabido adaptarse en espíritu a las situaciones 

más imprevisibles y salir reforzada de cada envite. Es 

precisamente la convicción en los principios rectores 

de la actividad profesional la que permite que podamos 

confiar en que la flexibilidad y los ajustes a las situa-

ciones que salen a nuestro encuentro están motivadas y 

contribuyen al objetivo de hacer sociedad

NOTA: El CGCAFE forma parte de Unión Profesional.

“Unión Profesional se constituye en 
un aglutinador de perspectivas y 
conocimientos profesionales, así 

como en una herramienta de 
interlocución con los poderes 

públicos y otros agentes sociales 
que aspira a redundar en un 
reconocimiento pleno de las 

profesiones como agentes de 
cambio y progreso”
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ALICANTE

Jornada de 
Networking en 
Torrevieja

El Colegio de Alicante ha celebrado 

un  Networking en Torrevieja pa-

trocinado por Lae Homes. Su pre-

sidenta, María del Mar Rodríguez 
Martínez, expuso a los presentes la 

marcha del Congreso de Alicante y 

las diversas acciones que se están 

llevando a cabo en por el Colegio.

Por otro lado, Lae Homes puso en 

valor su proyecto de ampliar la ac-

tividad del Administrador de Fin-

cas al sector inmobiliario con tres 

niveles de implicación posible. Sin 

duda, una vía más para diversificar 

la actividad económica de los des-

pachos.

V Curso de 
Habilitados y 
Noveles 2024

El Colegio, un año más, pone en 

marcha el V Curso de Habilitados 
y Noveles en la Administración 
de Fincas. La figura del Habilitado 

cobra cada día más importancia en 

los despachos de los Administrado-

res de Fincas colegiados. Disponer 

de personal preparado y con una 

formación adecuada es, sin duda, 

una de las señas más importantes 

de la colegiación. ¡Enhorabuena a 

todos los participantes!

ALMERÍA

Ofrenda Floral

CAF Almería ha llevado la Ofrenda 
Floral a la Virgen de La Paz, Patro-

na de los Administradores de Fincas 

de Almería en el templo del Espíri-
tu Santo de la capital indaliana. Un  

acto de  acercamiento  y  homenaje  

a   la Virgen   al   que   ha acudido el 

presidente del Colegio,    Gabriel 
Oyonarte Luíz, así como su Junta 

de Gobierno y numerosos colegia-

dos/as.

El acto se celebró durante la misa, 

en un momento íntimo y de reco-

gimiento con la Virgen de La Paz. 

Un acto simbólico, lleno de agra-

decimiento, fe, y devoción por la 

madre de los Administradores de 
Fincas.

ARAGÓN 

Colaboración con la 
iniciativa solidaria “La 
Noche más Mágica”

Un año más, el Colegio colaboró con 

la iniciativa solidaria “La noche 
más mágica”, siendo punto de re-

cogida y aportando regalos para que 

los recibieran la Noche de Reyes, los 

niños y mayores más necesitados. 

Varios compañeros de la Junta de 
Gobierno hicieron entrega de to-

dos los regalos y el material escolar 

recogido, en nuestra sede colegial, 

a la Hermandad del Refugio para 

que se los hicieran llegar a los Reyes 

Magos.

Foro de la Vivienda 
de Aragón

El consejero de Fomento, Vivienda, 

Movilidad y Logística, del Gobier-

no de Aragón, Octavio López, en 

su calidad de presidente, convocó 

el Foro de la Vivienda de Aragón, 

del que forma parte nuestro Cole-

gio, para explicar a sus integrantes 

las líneas generales del Plan Más 
Vivienda 2024-2030.

El Foro de la Vivienda es un instru-

mento de participación y debate 
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sobre las políticas en materia de 
vivienda de la Comunidad Autó-

noma de Aragón que actualmente 

está compuesto por 28 represen-

tantes, entre los que se encuentran 

el propio consejero, los directores 

generales de Urbanismo, Vivienda y 

Servicios Sociales, además de todas 

aquellas entidades que tienen rela-

ción con la vivienda, entre las que se 

encuentra CAFAragón.

BARCELONA Y LÉRIDA

Entrega Carnets 
Oficial Habilitados

El acto fue presidido por  Joan R. 
Riera, Comisionado de Vivienda 

del Ayuntamiento de Barcelona, y 

por el presidente del CAFBL, Lo-
renzo Viñas.

Se contó con la presencia de los Ofi-
ciales Habilitados, compañeros de 

Administración de Fincas, miem-

bros de la Junta de Gobierno del Co-

legio y profesores del curso.

La figura del Oficial Habilitado es 

un elemento clave, ya que, actuan-

do por delegación del Administra-

dor de Fincas, gestiona de manera 

eficiente temas tan importantes 

con relación a la vivienda como la 

sostenibilidad, la seguridad y la 

accesibilidad de los edificios, con-

tribuyendo a la satisfacción de los 

clientes. Además, hay que destacar 

el compromiso del Colegio en el 

acompañamiento a los colegiados y 

a sus colaboradores en el asesora-
miento, la formación continuada, 

así como todos los servicios cole-

giales de alto valor que tienen a su 

disposición.

El acto finalizó con la entrega de los 

carnets a los nuevos profesionales, 

que recibieron un diploma acredita-

tivo de su titulación.

¡Enhorabuena a todos y todas!

CÁDIZ  Y CEUTA

Renovado el Convenio 
de Colaboración con 
Concentra Central de 
Compras y Servicios

Carlos de Osma, presidente del Co-

legio de Administradores de Fincas 

de Cádiz y Ceuta, junto a  David Do-
mínguez, delegado Comercial en 

Andalucía de Concentra Central 
de Compras y Servicios, han ru-

bricado el convenio por el que nues-

tros colegiados/as  podrán obtener 

diversos beneficios en los distintos 

servicios que ofrece la empresa co-

laboradora.

Concentra es el  mayor canal 

de Endesa a nivel nacional en el 

segmento de administradores de 

fincas y desarrolla, desde el año 

2006, su actividad en el sector de la 

energía como Punto de Servicio 
Endesa. 

Límites de la empatía 
y estrés emocional 
en el trato con los 
propietarios

Silvia Elena García García, exper-

ta en temas de neuro-lingüística 

y Técnicas de Comunicación y 
Gestión del Estrés, y consultora a 

nivel nacional e internacional, nos 

habló de los “Límites de la empatía 

y estrés Emocional en el trato con 

los Propietarios” en una jornada 

muy práctica y divertida, adaptada 

a la realidad del administrador de 

fincas.

La jornada formativa, que contó 

con el patrocinio de la empresa de 

ascensores Otis, representada por 

José Manuel Guerrero, sirvió 

para apreciar en su justa medida el 

grado de empatía que se debe apli-

car con los clientes, así como saber 

cómo se generan las emociones 

en la mente para transformar el 

carácter reactivo en una conducta 

más consciente de la propia emo-

ción.
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GIRONA

La formación, una 
apuesta decisiva del 
CAFGI 

Por sexto año, el CAFGi ha llevado 

a cabo un acto de reconocimiento 

a la figura del Oficial Habilitado 

especializado en comunidades de 

propietarios, en el que ha entregado 

las credenciales y los diplomas a las 

25 personas que durante los últimos 

meses se han estado formando en el 

CAFGi y han superado el examen 

que las acredita como tales.

Justamente en esta apuesta del CA-

FGi para la profesionalización del 

sector, se han incorporado nuevas 

especializaciones en la categoría 

de Oficial/a Habilitado/a y se ha 

impulsado por primera vez un nue-

vo curso en la especialización de 

arrendamientos (OfHA) que se está 

llevando a cabo actualmente.

Así, también se está desplegando el 
plan formativo de este trimestre, 

ofreciendo a las personas colegiadas 

las siguientes formaciones ‘Cómo 

tratar con propietarios y propieta-

rias manipuladoras y mantener la 

motivación profesional’, llevada a 

cabo a cargo de la consultora Silvia 

Elena García, gracias al patrocinio 

de GrupCaliman, o la sesión ‘Re-

clamación de deudas comunitarias’, 

con las ponencias del abogado es-

pecializado en derecho mercantil y 

profesor asociado de derecho mer-

cantil de la Universidad de Girona 

Martí Batllori, y el Abogado Ale-
jandro Fuentes-Lojo Rius, entre 

otras formaciones previstas para los 

próximos meses.

Desde el CAFGi se cree indispensa-

ble, para la profesionalización del 

sector, ofrecer una formación de ca-

lidad que se vea reflejada en el día 

a día de los despachos y permita un 

servicio de calidad a los clientes de 

los y las administradoras de fincas.

HUELVA

Canal exclusivo con 
Urbanismo de Huelva 
para agilizar las 
licencias de obras

Tras el encuentro entre la Junta de 

Gobierno del COAF y el teniente 

de alcalde de Urbanismo y Medio 

Ambiente, Felipe Arias, una de las 

principales medidas que se toma-

rán será la de optimizar el sistema 

de notificaciones electrónicas 
para este tipo de proyectos, donde 

estarán implicados la propia Geren-

cia de Urbanismo -GMU-, el Colegio 

y el conjunto de los/as colegiados/

as, trabajando coordinadamente.

Se acordó también establecer un 

canal directo entre ambas partes, 

que gestionará Esther Vélez, coor-

dinadora de Urbanismo de la GMU, 

quien será enlace directo con los 

colegiados. A este respecto, se puso 

también en valor la colegiación, y 

que este canal únicamente esté al 

servicio de los y las colegiados y co-

legiadas, y no para cualquiera que 

opera desde la ‘irregularidad’.

El presidente del COAF, José An-
tonio Oria, destacó lo positivo de 

la reunión “pues todo lo abordado 

ha sido para dar soluciones necesa-

rias”, según resaltó al agradecer la 

disposición del Ayuntamiento y 

de Arias para una reunión a la que 

acudió acompañado de los vocales 

de la Junta de Gobierno Jaime Fer-
nández y David Toscano.

Instalaciones 
fotovoltaicas más 
eficientes en las 
comunidades 

El Colegio de Administradores de 

Fincas de Huelva ha llegado a un 

acuerdo de colaboración con la 

empresa andaluza The Arty Sun, 

especializada en la transformación 

energética de comunidades de pro-

pietarios y premio europeo a la Ca-
lidad Empresarial. Se desea con 

el convenio aportar soluciones y un 
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asesoramiento a los colegiados que 

consiga ahorro energético en las 

comunidades, pero con un menor 
impacto ambiental y estético en el 

parque de viviendas onubense.

Por parte del COAF de Huelva, tanto 

el presidente José Antonio Oria, 

como la vicepresidenta Rocío Pé-
rez estuvieron presentes en la fir-

ma del acuerdo anual y mostraron 

su deseo de que la implantación de 

este tipo de nuevos proyectos se tra-

duzca en mejoras en la calidad de 

vida de los comuneros: 

En Arty Sun colaborarán estrecha-

mente con los miembros del COAF 

para asesorar en materia de ener-

gía renovable, fundamentalmente 

en instalaciones fotovoltaicas, 

siempre en función de las nece-

sidades energéticas reales de los 

clientes, “tanto las actuales, como 

las que habrá que satisfacer en el fu-

turo”, detalló José Miguel Bago, el 

responsable de la compañía. 

JAÉN

Convenio de 
Colaboración con 
OTIS

Se ha renovado el Convenio de Cola-

boración entre OTIS y el Colegio de 

Administradores de Fincas de Jaén, 

cuya firma se realizó en su sede ofi-

cial. 

En esta ocasión, el convenio fue 

firmado con el representante 

Roberto Carlos López Enci-
na, técnico comercial, el cual 

firmó presencialmente junto al 

presidente Javier María Bara-
jas Martínez. Este convenio se 

traduce en una amplia gama de 

servicios y ventajas que nuestros 

colegiados podrán aprovechar 

para mejorar sus prestaciones: 

Estudios previos sin conste Ins-

talación de nuevas máquinas de 

accesibilidad, ascensores, salva 

escaleras, …

El Colegio de Administradores de 

Fincas de Jaén sigue trabajando 

para ofrecer a los profesionales 

más formación y nuevos conve-

nios que les facilite su labor y me-

joren sus servicios como profesio-

nales.

LEÓN 

Nueva Junta de 
Gobierno

 Los nuevos   miembros  que  con-

forman  la  Junta  de  Gobierno  del  

Colegio   de   Administradores   de   

Fincas   de   León  son  los  siguien-

tes:  

PRESIDENTA

María González Nistal
VICEPRESIDENTE

Raul Moran Sanchez
SECRETARIA

María Pilar Méndez de la Varga
 TESORERO

Ricardo González Sierra
CENSORA DE CUENTAS

Olga Méndez Díaz
VOCAL

María Luisa Manovel Múñoz
VOCAL

Isabel Fuertes Lagunilla

¡Enjorabuena!

MADRID 

CMW se presenta a 
los Administradores 
de Fincas 

El Colegio ha presentado CMW, el 

software de gestión integral desa-

rrollado por y para administradores 

de fincas colegiados.  La jornada, in-

augurada por la presidenta, Isabel 
Bajo, que destacó la innovación, la 

buena gestión, la fiabilidad y la se-

guridad como cualidades destaca-

das del renovado programa de ges-

tión. 

José Luis Monje desgranó las cla-

ves del programa CMW e hizo hinca-

pié en la digitalización, automatiza-
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ción y mejoras en la comunicación 

y seguridad que se han implantado. 

Ricardo Jiménez, Juan González 
y Ramiro Martín comentaron las 

nuevas funcionalidades del progra-

ma de gestión y cómo se ha adapta-

do al nuevo convenio colectivo de 

empleados de fincas urbanas.

Por su parte, Juan Carlos Asenjo, 

de Zertia, responsable del desarro-

llo del nuevo Escritorio y la web del 

Colegio, así como de la herramienta 

de juntas virtuales Tu despacho Vir-

tual, explicó cómo va a contribuir a 

que CMW se conecte con estas solu-

ciones. 

También Bienvenido Cepas, de 

OKA, explicó cómo Despacho Web 

habilita una comunicación auto-

mática con CMW y permite el alta 

inmediata de comunidades y pro-

pietarios,

Juanra Doménech comentó, asi-

mismo, las ventajas de la digita-

lización de facturas escaneadas 

o en PDF, y su transformación en 

Factura-e certificada, lo que permi-

te la contabilización automática en 

el módulo de facturas recibidas de 

CMW.

En representación del Canal de Isa-

bel II, Isabel de Lucas, compartió 

cómo se ha desarrollado y modifi-

cado los servicios de la Oficina Vir-

tual, con la colaboración del Cole-

gio, permitiendo la descarga masiva 

de las facturas en formato Factura-e 

con el PDF embebido, permitiendo 

su contabilización automática en 

el módulo de facturas recibidas de 

CMW.

La seguridad en el acceso a los datos 

es fundamental en CMW. Por ello, 

según explicó Pepe Guimaraes, el 

programa garantiza la identifica-

ción del usuario que lee o modifica 

la información sensible protegida 

por Ley. 

Los usuarios de CMW también qui-

sieron contar su experiencia, como 

Gregorio Martín, para quien el 

agregador financiero permite cono-

cer en un clic toda la actividad fi-

nanciera. O Ricardo Pulido, vocal 

del Colegio, que destacó la fluidez 

del uso la fiabilidad en la gestión de 

bases de datos mediante el módulo 

de comunicación avanzada con la 

Agencia Tributaria a través del sis-

tema TGVI On-line.

MÁLAGA Y MELILLA

Innovacaf 2024 se 
consolida como 
evento de referencia 
en materia de 
innovación para 
administradores de 
fincas

En su segunda edición, Innova-

caf   2024 se ha consolidado defini-

tivamente como el evento forma-

tivo y práctico para la profesión en 

materia de innovación. La jorna-

da, que se celebra una vez al año, 

está  dirigida a  profesionales de 
la administración de fincas  que 

apuestan por mejorar, con herra-

mientas informáticas vinculadas a 

la automatización y la inteligencia 

artificial, los métodos de trabajo en 

sus despachos profesionales y las 

relaciones con las comunidades de 

propietarios que administran. 

Cada vez se hace más necesario que 

los administradores de fincas man-

tengan actualizados sus despachos 

y sus funciones diarias con nuevas 
tecnologías, y con herramientas y 
sistemas de trabajo innovadores. 

Para ello, esta jornada que organiza 

anualmente el Colegio de Adminis-

tradores de Fincas de Málaga y Me-

lilla, está orientada a la formación, 
eminentemente práctica, de los 
administradores de fincas en esta 

materia.

InnovaCAF  2024 fue punto de 

encuentro de administradores lle-

gados de todos los puntos del país 

para asistir  a ponencias y talleres, 

de temáticas y herramientas inno-

vadoras como la Inteligencia Artifi-

cial.

Además de las  formaciones,  in-

cluyó una agenda paralela de ocio 

y networking como un almuerzo-
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cóctel, un  café de bienvenida, el 

momento del Coffee-break y hasta 

una cena en la emblemática bode-

ga El Pimpi, especialmente pensa-

da para acoger a todos los visitan-

tes.

Este año las ponencias han versado 

sobre temas como la  inteligencia 
artificial,  nuevas tendencias en 
el sector  o  herramientas de au-
tomatización, entre otros. Espe-

cialistas como  Alfonso Martínez 
Reina, Pepe Gutiérrez, Sofía Gar-
cía o María González participaron 

como ponentes en esta edición. Por 

la tarde, se ofrecieron talleres prác-
ticos a los cursillistas  para poner 

en marcha lo aprendido durante la 

formación de la mañana.

SALAMANCA

Jornada Formativa

El Colegio de Salamanca ha cele-

brado la “II Jornada Formativa Eva-

risto Peláez”, que fue inaugurada 

por Pablo Abascal, presidente del 

CGCAFE, y Ángel Hernández Ro-
mán, presidente del Colegio de Sa-

lamanca.

Las ponencias desarrolladas fue-

ron:

- “18 tips para un despacho más efi-

caz. Innova en procesos y servicios 

en tu administración de fincas”. Por 

Martín Carlos Abad -Administra-

dor de Fincas-; y Sofía García -Ad-

ministradora de Fincas-

- “Los accidentes laborales en co-

munidades de propietarios” fue 

desarrollada por representantes del 

Grupo GTG. 

- “CONECTA: La “casa” digital de 

los administradores de fincas”. Por 

Alex Sanz, - CEO de la Agencia Di-

gital Microbio-.

- “Herramientas y convenios que 

ofrecen nuestro CGCAFE y el Con-

sejo Autonómico de Castilla y 

León”. Por David Alberto Renedo 

-Administrador de Fincas-.

- “Hábitos del Administrador de 

Fincas de alto rendimiento”. Por 

-Francisco Martínez-, Adminis-

trador de Fincas.

La Jornada contó con gran número 

de asistentes, pertenecientes a los 

colegios territoriales que integran 

el Consejo de Castilla y León. Al fi-

nalizar cada ponencia, se produjo 

un interesante debate sobre los di-

versos temas expuestos por los po-

nentes.

TENERIFE

Campaña para 
proteger los edificios 
durante el Carnaval

Con motivo del Carnaval de Santa 

Cruz de Tenerife, el CAF tinerfeño 

lanzó, por segundo año consecuti-

vo, una campaña para concienciar 

sobre la protección de los edifi-
cios y comunidades durante la ce-

lebración de la fiesta en la calle.

Sin dejar el impacto que tuvo la 

campaña del pasado año sobre los 

orines en la calle, en esta ocasión 

se trató de concienciar sobre el im-
pacto de la fiesta en las comunida-

des -fachadas, el portal y zonas co-

munes- y en la tranquilidad de los 

vecinos. 

Con este fin, se diseñaron cinco car-

teles en los que aparecían conoci-

dos superhéroes identificados con 

el CAF y la labor de los administra-

dores de fincas también durante el 

Carnaval: “Capitán CAF” -Capitán 

América-, “Spider CAF” -Spider-

man-, “CAF Woman” -Cat Woman-, 

“Wonder CAF” -Wonder Woman- y 

el “Increíble CAF” -Hulk-.

Apoyo al proyecto 
“Tenerife Renace”, de 
Fundación Foresta, 
tras los incendios del 
verano en la isla

El Colegio de Administradores de 

Fincas de Santa Cruz de Tenerife 

apoya el proyecto Tenerife Rena-
ce, de la Fundación Foresta, para 

la reforestación y conservación de 

la masa forestal afectada tras los in-

cendios ocurridos en agosto de 2023 

y que afectaron a los municipios de 

Arafo y Candelaria.

Revista AAFF 206.indd   65 27/05/2024   13:57:01



NOTICIAS COLEGIALES

66

Este apoyo, en línea con el compro-

miso del Colegio con los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible, se pro-

dujo tras la reunión del presidente, 

Luis García, con responsables de la 

Fundación.

Fruto de este acuerdo, ya se ha pro-

ducido una primera actividad con-

junta, una ruta de senderismo de los 

administradores de fincas y familia-

res por el Volcán de Garachico.

VALENCIA Y CASTELLÓN

V Premio 
Especialíssim 2024

V edición del Premio Especialís-
sim 2024 que se otorga cada año a 

un ilustre valenciano de las artes, 

las ciencias y el deporte y que or-

ganizan el Colegio de Administra-

dores de Fincas de Valencia-Caste-

llón y la Federación de Fallas de 
Sección Especial de Valencia.

Un acto de entrega solemne que 

hizo que en el año 2020 recibiera 

el galardón, el científico Santiago 
Grisolía, en 2021 fue para la doc-

tora y oncóloga Ana Lluch, 2022 

el premio fue para el abanderado 

español en los juegos paralímpicos 

de Tokio, Ricardo Ten, en 2023 la 

premiada fue Soledad Giménez, 

por sus 40 años dedicada en cuerpo 

y alma a la música y en 2024 reci-

bió el galardón, Reyes Martí Miró 

en reconocimiento a su trayectoria 

como figura destacada del arte piro-

técnico valenciano.

Entregaron el premio María Estela 
Arlandis Ferrando, Fallera Mayor 

de Valencia 2024 y Marina García 

Arribas, Fallera Mayor Infantil de 

Valencia 2024.

El acto, realizado en la sede del Co-

legio, con la asistencia de muchas 

autoridades entre las que se encon-

traban Sebastián Fernández, se-

cretario Autonómico de Vivienda, 
María José Ferrer San Segundo, 

Primera teniente de alcalde del 

Ayuntamiento de Valencia, San-
tiago Ballester, concejal de Fallas 

y varios concejales con representa-

ción en el Ayuntamiento de Valen-

cia. Por el CGCAFE pudimos contar 

con la presencia del presidente Pa-
blo Abascal, José Climent, secre-

tario de Coafa, Sebastián Cucala, 

presidente del Colegio de Valencia 

y Castellón y Rafael Mengó, presi-

dente de la Federación de Fallas de 

Sección Especial de Valencia. 

El premio se acompaña con una do-

tación económica de 1.000€ que la 

premiada entregó a la iniciativa so-

lidaria Pintando el Camino en Rosa 

de Aspanion.
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